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LA LEY TAFT-HARTLEY
Y LAS NEGOCIACIONES COLECTIVAS (*)

No fue sino hasta el año de 1933 que las relaciones obre­
ro-patronales en general quedaron reglamentadas por el Go­
bierno Federal de los Estados Unidos. Anteriormente, durante 
la Primera Guerra Mundial, se regularon por medio de la Jun­
ta Nacional Laboral de Guerra. Para la industria ferroviaria 
se dictó en 1926 la Ley de Ferrocarriles, enmendada en 1934. 
Esta última creó juntas permanentes de conciliación y arbi­
traje (1). El primer intento para abarcar —dentro de jurisdic­
ción federal— legislaciones de este tipo, lo constituyó el estatu­
to denominado Ley Nacional de Recuperación de 1933, que 
preveía —en su artículo 7, fracción A— la declaración de de­
rechos de los trabajadores.

Cuando la Suprema Corte de los Estados Unidos decla­
ró inconstitucional, en 1935, la Ley Nacional de Recupera­
ción, la nación norteamericana estuvo nuevamente sin un 
sistema legislativo de carácter obrero-patronal. Este vacío fue 
cubierto por la Ley Nacional de Relaciones Obreras, mejor 
conocida como la Ley Wagner. En abril de 1937, la Suprema 
Corte de Estados Unidos, después de una serie de resolucio­
nes, declaró que la Ley Wagner era constitucional y que, por

(*) Por IRPING  G. TRACEN, Abogado y Jefe de la División del Tra­
bajo del Programa de Cooperación Técnica de los Estados Unidos en Chi­
le. Traducido del inglés por la "Revista del Trabajo” de México y publi­
cado originalmente por ésta en sus números de febrero a abril de 1948.
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lo tanto el Congreso tenía poder para legislar en el campo de 
las relaciones obrero-patronales. La ley a que nos referimos 
ha sido fundamental en esta materia, hasta que el Congreso, 
en 23 de junio de 1947, promulgó, contra el veto del Presi­
dente Harry S. Truman, la Ley de Relaciones Obrero-Patro­
nales, conocida como Ley Taft-Hartley.

El propósito de la Legislación Federal en los Estados Uni­
dos ha sido el provocar los convenios colectivos, al igualar los 
derechos, el poder y las obligaciones de los trabajadores y los 
patrones, procurando que el mismo Gobierno Federal inter­
venga lo menos posible en tales asuntos.

En este artículo se intentará valorizar la legislación exis­
tente por medio del siguiente análisis: I.—Examinaremos el 
concepto “negociaciones colectivas”, determinando qué es lo 
que por tal se entiende, descubriendo los .motivos que tuvo 
el Congreso para la promulgación de la Ley Wagner y la Ley 
Taft-Hartley; II.—Se determinará el procedimiento para de­
signar a los representantes obreros con la finalidad de arre­
glos colectivos y III.—Analizaremos aquellas actividades que 
la ley estatuye para incrementar la contratación colectiva.

La Constitución de los Estados Unidos, en su artículo 8 
fracción III, confiere poder al Congreso para reglamentar el 
comercio exterior e interestatal. La Suprema Corte de los Es­
tados Unidos ha reconocido al Congreso el poder de elimi­
nar “huelgas industriales que interfieran con la corriente nor­
mal del comercio y con la plena producción de artículos y 
productos del comercio”,2 y éste ha encontrado que la inse­
guridad industrial afecta en forma material al comercio, a tra­
vés del impedimento del tránsito de productos en el comer­
cio, ocasionando con ello una disminución en los salarios y 
en las ventas de tales productos, a la vez que afectan la ad­
quisición, la producción y el precio de los artículos objeto 
de comercio.

El término comercio interestatal incluye compraventa 
comercial, tráfico, intercambio, transporte o comunicación 
entre diversos estados o territorios de la nación norteameri­
cana y territorios de los Estados Unidos ron países extran­
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jeros. Por lo tanto, cualquier disputa laboral que tienda a 
limitar o a obstaculizar al libre comercio, provoca la inter­
vención de las leyes.

La aplicación de las leyes de referencia han sido muy 
amplias. Cualquier industria que produzca una mínima por­
ción de productos que entren al comercio interestatal o ex­
terior, según ha quedado definido, o que sus productos estén 
en competencia con los de otra industria de Estado diferen­
te, está sujeta a lo que las leyes estatuyen. Casi todas las 
industrias de transporte caben dentro de la ley, llegando 
hasta a cubrir aquellos trabajadores de carácter administra­
tivo y que prestan servicios en un edificio, en el cual los in­
quilinos estén relacionados con el comercio interestatal. So­
lamente aquellas industrias de carácter netamente local, cu­
yos productos no salen de la demarcación territorial de un 
Estado, quedan excluidas de las leyes.

Por ello todos los trabajadores relacionados con el comer­
cio y con el intercambio comercial están comprendidos por la 
actual legislación. Algunos trabajadores se exceptúan en la 
aplicación de la misma, y al respecto nos dice el artículo 2'é 
fracción III del Título 101 de la Ley Taft-Hartley que “no 
se aplicarán sus preceptos a los trabajadores agrícolas, a los 
trabajadores individuales contratados en servicios domésticos, 
personales o familiares en sus propios domicilios o personas 
empleadas por sus padres o cónyuge; trabajadores superviso­
res, trabajadores sujetos a la Ley del Trabajo Ferrocarrilero; 
contratistas; y aquellos individuos que estén empleados por 
una persona que no entre en la definición de patrono, dada 
por la ley”.

El patrono se encuentra sujeto a esta ley, cuando em­
plea a otra persona para que trabaje para él, y el trabajo 
involucre o afecte el comercio interestatal o exterior. Cual­
quier persona legalmente designada para servir como repre­
sentante o mandatario del patrono, se considera en esta ley 
como patrono en sí mismo. El término patrono, según el ar­
tículo 2, fracción II, del título 110 de la ley a que nos ve­
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nimos refiriendo, incluye individuos, organizaciones sindica­
les, sociedades, asociaciones, sociedades anónimas, represen­
tantes legales, fideicomisarios, síndicos y depositarios. Se en­
cuentran fuera del término patrono, el Gobierno de los Es­
tados Unidos, el Banco Federal de Reserva, los Estados y sus 
divisiones políticas, las sociedades anónimas o asociaciones de 
beneficencia; patronos sujetos a la Ley del Trabajo Ferroca­
rrilero y organizaciones sindicales en sus relaciones con sus 
propios miembros. Por lo tanto, los trabajadores de un pa­
trono que se encuentra dentro de lo anteriormente expuesto, 
están sujetos a la misma excepción y la ley no les es aplicable.

Establecido el alcance de la Ley de Taft-Hartley, exami­
naremos las materias especificas que la misma cubre.
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CAPITULO I

La filosofía que motivó el que la legislación federal en­
trara al campo de las relaciones obrero-patronales, fue la de 
“hacer que los arreglos colectivos estabilizaran las relaciones 
de trabajo por un período de tiempo, a fin de aportar ven­
tajas tanto (rara los trabajadores como para los patronos”. 
El hecho del convenio colectivo encierra todos los términos 
y condiciones de trabajo, fin hacia el cual se mueve la legis­
lación federal. La realización de tal finalidad se logra a tra­
vés del proceso del convenio colectivo negociado de buena 
fe. Esta filosofía ha subsistido en los Estados Unidos desde 
1902, cuando la Comisión Industrial, designada por el Con­
greso en 1898, rindió su informe en los siguientes términos:

“Cualquiera que sea la idea de la deseabilidad de una le­
gislación relacionada con la solución de conflictos laborables, 
existe un consenso general de opinión de q u e ...  el sistema 
de arreglo colectivo. . . dentro de diversas ocupaciones, por sí 
mismo, demuestra graneles ventajas, tanto para los patronos, 
los trabajadores, como para el público en general. La expe­
riencia, tanto en Inglaterra como en nuestro país, nos enseña 
que cuando estas prácticas han sido establecidas correctamen­
te, reducen el número de huelgas y lockout (el paro forzo­
so impuesto por los patrones), y que muchas ocupaciones las 
eliminan por un largo período de tiempo”.

A fin de lograr la contratación colectiva, los legislado­
res han opinado que el procedimiento gubernamental debe 
consistir solamente en proteger los derechos y limitar el po­
der de las partes. Sus procedimientos tienden a que los arre­
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glos colectivos cooperen a asegurar una posición de igualdad 
en las parte, en tanto que las negociaciones se estén celebran­
do, sin colocar a la empresa en contra del obrero, o vice­
versa. Con la intención de crear un ambiente en el cual pue­
dan reunirse a discutir los términos y condiciones de traba­
jo, el gobierno crea responsabilidad, así como obligaciones a 
las partes, a fin de que negocien en buena fe y utilicen me­
dios tendientes a encontrar una solución. Sin embargo, la 
intención del gobierno no va hasta que las partes acepten en 
buena fe los términos propuestos por la otra.

Con objeto de aplicar procedimientos de negociación o 
arreglo, el Congreso creó en 1933 una Junta Federal del T ra­
bajo;3 en virtud de la Ley Nacional de Recuperación en 1934 
el poder de tal Junta fue alterado, convirtiéndose en la jun ­
ta Nacional de Relaciones Obreras.4

La Ley Wagner de 1935 hizo de esta Junta un organis­
mo permanente del procedimiento administrativo federal. La 
Ley Talt-Hartley cambió la organización de la Junta y sus 
poderes; sin embargo, ésta continúa siendo la representante 
del Gobierno en las relaciones obrero-patronales.

Integran la Junta cinco miembros, quienes sirven tanto 
de tribunal como de organismo administrativo. Sus poderes 
y organizaciones se encuentran definidos en la Ley. Para 
nuestro propósito, los más importantes de sus poderes son 
aquellos que se relacionan con la solución de determinadas 
disputas entre obreros y patronos; conflictos que varían des­
de la determinación del representante obrero para fines de 
convenir, hasta las audiencias de cargo hechas por patronos 
o trabajadores con motivo de la realización de prácticas in­
justas de trabajo, según las define el mismo ordenamiento le­
gal. No tiene, sin embargo, poder conciliatorio ni de árbitro 
para la solución de aquellas controversias nacidas en las ne­
gociaciones de arreglo, ni fuera de los límites que la misma 
ley le señala.

En los casos en que la ley otorga poder a la Junta para 
actuar, está investida como cuerpo judicial de apelación,
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oyendo y decidiendo aquellas controversias que no fueren so­
lucionadas por los representantes locales de la Junta.

Al tener conocimiento de tales casos, no actúa como Re­
presentante del público, Fiscal o Agente del Ministerio Pú­
blico, ya que tales funciones le son encomendadas al “gene­
ral counsel” o abogado consultor, cuyo poder incluye: la pro­
secución de todas aquellas violaciones a los preceptos lega­
les, tanto en su aspecto local como en el federal; la investi­
gación de aquellas reclamaciones basadas en preceptos de la 
ley; y la determinación acerca de cuáles conflictos pueden ser 
conocidos y juzgados por la Junta. Una vez que el “general 
counsel” decide cuales casos va a conocer y a juzgar la Jun­
ta, se designa a un funcionario de la misma, representante 
del “general counsel”, a fin de que atienda al procedimiento 
conciliatorio local. En caso de que tal persona fracase, el con­
flicto se lleva ante un “trial examiner” o magistrado de au­
diencia, en la ubicación de la disputa. Dictada una decisión, 
y en caso de inconformidad de cualquiera de las partes, pue­
de apelarla inconforme ante la Junta, oponiendo las excep­
ciones que crea conducentes. La Junta, en audiencia de ape­
lación, juzgará valorizando la situación, sin recurrir a nin­
gún otro magistrado de audiencia o junta especial de revi­
sión, ya que la misma ley le prohibe llevar el asunto a otros 
organismos de carácter judicial o administrativo a fin de que 
éstos propongan medidas de solución. A pesar de lo ante­
riormente expuesto le es permitido a cada miembro de la 
Junta tener ayudantes legales, quienes pueden revisar las vio­
laciones que se reclamen, así como hacer recomendaciones al 
miembro que lo haya designado y hasta preparar la resolu­
ción misma. La opinión de la Junta, a su vez, puede ser 
revisada en una Corte Federal de Apelación, siempre y cuan­
do la revisión esté basada en una interpretación legal, mas 
no en los hechos basados en pruebas de carácter substancial.

15



A

La Ley Talt-Hartley está estructurada con el fin de pro­
curar un proceso de contratación colectiva entre asociaciones 
de trabajadores o sindicatos y patronos; de asegurar el dere­
cho de ambas partes, creando obligaciones a las mismas, con 
el propósito de resguardar los derechos de los trabajadores a 
ingresar o no en una organización sindical; y obligar a los re­
presentantes sindicales a representar amplia y equitativamen­
te a los trabajadores que los hayan designado. En relación a 
los patronos, a discutir libremente, y aceptar o en su caso re­
chazar, las demandas de los trabajadores o sus representan­
tes. Los actos tendientes a que una de las partes intimide a 
la otra en el proceso de los arreglos colectivos, están proscri­
tos, y por lo tanto la ley tiende a crear una igualdad entre 
las partes, a fin de que en forma honesta y sin ventaja estén 
en posibilidad de lograr un arreglo satisfactorio.

Como negociar o convenir colectivamente es obligatorio, 
en caso de que no se entre en pláticas de arreglo a fin de con­
tratar colectivamente, la ley castiga a las partes. El Título 
110, artículo 8, fracción a), párrafo 5? en esta ley, repite lo 
que la Ley Wagner en su mismo artículo y fracción estatuía, 
o sea que será considerada como práctica injusta de trabajo 
el que un patrono “rehúse arreglarse o convenir colectiva­
mente con los representantes de sus trabajadores”, legalmen­
te designados según la misma ley. La Ley Tafí-Hartley, en el 
mencionado Título 101, artículo 8, fracción b ) , párrafo 3, 
impone la misma obligación a las organizaciones de trabajo 
que legalmente hayan sido designadas como los representan­
tes de los trabajadores para negociar.

La obligación para negociar en forma colectiva, compren­
de la reunión de los representantes de la empresa y de los tra­
bajadores, con buena voluntad para buscar una solución a 
sus diferencias y para discutir los medios de lograr un arre­
glo. La finalidad primordial es el planteamiento del Contrato 
Colectivo de Trabajo que termine con los problemas indus­
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tríales relacionados al salario, horas, términos y condiciones 
de empleo. Las negociaciones colectivas connotan más que 
simples discusiones tendientes a aclarar la política de los pa­
tronos; denotan negociaciones con miras a la adopción de 
una paz industrial. Mientras la política de la ley tiende a 
lograr una solución pacífica de los conflictos, ningún orde­
namiento legal de la misma sugiere a las partes que lleguen 
a un arreglo en detrimento de sus posiciones, o que resulte 
desfavorable a sus intereses. La verdadera esencia del arre­
glo colectivo se encuentra en que ambas partes quedan en li­
bertad de presentar sus proposiciones, de llevar adelante sus 
principios y de retirarse de buena fe, si después de haberse 
realizado métodos razonables de negociación, sus posiciones 
originales o aquellas a las que-llegaron a través de las plá­
ticas, no lograron su objeto.5 Ninguna de las partes está obli­
gada a llegar a una solución o acuerdo; pero, si se ha obte­
nido fijar los términos de un acuerdo, no pueden negarse a 
firmar el convenio porque el derecho de desavenir en bue­
na fe, no incluye el derecho de arriesgar la determinación 
a la que una de las partes se hubiere comprometido.

Los arreglos colectivos no terminan con la negociación 
■y la firma del contrato de trabajo. El mismo procedimiento 
•se debe seguir a través de la existencia del convenio, cuando 
se presenten nuevas diferencias, como pueden ser el signifi­
cado de una cláusula del convenio o arreglo, así como de 
algún asunto no incluido en el contrato. La práctica usual, 
a fin de llegar a la solución del conflicto durante la vigen­
cia de un contrato de trabajo, ha sido la creación de un 
Comité de Agravio, compuesto de igual número de repre­
sentantes obreros y patronales, designados para el término de 
-vigencia del contrato o para un período determinado. El Co­
m ité está investido, generalmente, de poder para solucionar 
aquellas controversias que surjan en la Empresa durante la 
existencia de ésta; y se provee que es necesaria la mayoría 
■de votos a fin de que el convenio aprobado sea obligatorio 
para ambas partes.
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La posición de la Junta en el procedimiento de arreglo 
colectivo ha sido materia de debate. La protección al derecho 
de las partes y la creación de un ambiente en el cual las ne­
gociaciones se deban llevar a cabo, puede significar: que 
la Junta sólo tienda a que las partes se reúnan; que use su 
poder, a fin de provocar que las partes lleguen a negociar 
cuando se reúnan; o que esté en la posibilidad de supervisar 
en forma activa los procedimientos de un arreglo colectivo, 
para tener la seguridad de que se llegue a tal arreglo. La 
Junta, por iniciativa propia, ha adoptado el segundo método 
descrito, creyendo que la ley puede proteger adecuadamente 
a las partes y crear el ambiente favorable para provocar el 
convenio colectivo, si la Junta usa su poder para que los con­
tendientes hagan esfuerzos razonables y de buena fe para ne­
gociar.

La Junta ha tomado la posición más difícil para llevar 
adelante su política. La buena fe y los esfuerzos razonables 
son justificados; pero hay diferencia de criterios para su apli­
cación. En el tercer informe anual (1937) de la Junta, ciertos 
hechos, indicando la buena fe y los esfuerzos, fueron señalados 
como pruebas de la evolución del criterio de la Junta: 
1) .—Ninguna de las partes puede reunirse o rehusar discutir 
los términos y condiciones de empleo o materia de la dispu­
ta; 2) .—Ambas partes deben hacer contraposiciones, y no sim­
plemente negar o rehusarse a discutir la proposición hecha 
por la otra parte; en caso de presentarse contraposiciones, 
la Junta puede avaluar sus razonamientos, a fin de que las 
negociaciones continúen; 3) .—Ninguna de las partes estará 
actuando de mala fe o sin poner todos los posibles medios 
de arreglo, cuando el conflicto sea de imposible solución. Si 
las condiciones y problemas del conflicto cambian, y la im­
posibilidad de arreglo desaparece, las negocaciones continua­
rán; 4) .—Si a pesar de esto, alguna de las partes se niega a 
aceptar las demandas de la otra, quedan en la obligación de 
negociar; la huelga o el “lockout”, no las absuelve de su res­
ponsabilidad de negociar; 5) .—Si se logra un arreglo, el mis­
mo será hecho por escrito a petición de cualquiera de las.
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partes; y 6) .—El arreglo escrito no es materia de negociacio­
nes y el rehusarse a firmarlo demuestra mala fe. “La obten­
ción final de un entendimiento y la firma de un contrato, 
encierran ¡os frutos de ese entendimiento y es esencia del 
procedimiento de arreglo colectivo. El contrato o arreglo, es 
parte de y la culminación de una negociación satisfactoria 
y no un segmento de las negociaciones que han precedido”.

La Junta, al asumir tal posición, actúa como auxiliar 
en el procedimiento de negociaciones. Impone como primera 
obligación la de la buena fe y la de los esfuerzos razonables. 
Asume las características de un tribunal laboral, sólo cuando 
a través de las pláticas no se llega a una solución. Para de­
terminar si una de las partes no actúa razonable u honesta­
mente, la Junta se convierte en árbitro judicial; porque el 
condenar o sostener la posición de uno de los contendientes, 
equivale a ratificar oficialmente su posición, o implica que 
la otra cede a las demandas de su contraparte. “La tarea de la 
Junta no es fácil; debe examinar las pruebas contradictorias, 
consistentes en apreciaciones falsas, controversias y recrimi­
naciones libremente hechas, y concluir dando fundamento a 
su determinación final”.

B

La historia legislativa de los Estados Unidos sostiene 
constantemente la teoría de que el propósito fundamental de 
un ordenamiento legal de carácter federal tiene como mira 
la de provocar la contratación colectiva como medio de lo­
grar una paz industrial y estabilizar, por medio de equipa­
ración, el poder de arreglo de las partes contendientes.

La Ley Wagner, de acuerdo con sus declaraciones de 
principios, fue primordialmente estatuida para proporcionar 
derechos a los trabajadores a quienes tradicionalmente, bajo 
legislaciones y leyes del orden común, se les había negado.
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“Los patronos no reconocían el derecho de los trabajadores 
a organizarse, y rehusaban aceptar el procedimiento de ne­
gociaciones colectivas, conduciendo esto a huelgas y otras for­
mas de inseguridad in d u stria l...” Más adelante, en la ley, 
se dice: “La desigualdad en el poder de arreglo entre tra­
bajadores que no tienen una plena libertad de organizarse o 
de contratar, y patronos que están organizados en sociedades 
u otras formas de asociaciones” crea inquietudes industria­
les, depresiones e inestabilidades económicas. El propósito di­
recto de la ley era ayudar a los trabajadores a equilibrar sus 
poderes de contratación.

Estas afirmaciones de derechos para que los trabajado­
res se organicen, fueron obtenidas después de siglos de lu­
chas legales y políticas. En el juicio denominado “Common- 
wealth vs. Hunt", de 1842,° el Estado de Massachusetts fue 
el primero en reconocer, en su jurisdicción estatal, el derecho 
de los trabajadores a organizarse para su propio beneficio, 
significando el término “beneficio”, en este caso, una ele­
vación en sus niveles sociales o un mejoramiento en sus con­
diciones de trabajo. La decisión a que nos hemos referido 
no tuvo más trascendencia que la de negarse a aplicar la doc­
trina conspiratoria del derecho común; doctrina aplicada por 
los tribunales ingleses desde el siglo XIV, y continuada por 
los norteamericanos, que preveía: “La combinación ilegal 
es la médula de la ofensa; personas en posesión de artículos 
o con capacidad de manufacturarlos, pueden venderlos al pre­
cio que crean conveniente; mas cuando tales personas se unen 
y acuerdan no vender los artículos sino a cierto precio y bajo 
ciertas condiciones, tal cosa se entiende como una conspira­
ción; en tanto un hombre pueda trabajar bajo el salario que 
él mismo escoja, cualquier combinación para no trabajar si­
no a cierto precio, indica una ofensa penal o civil”.7

La ejecutoria “Commonwealth vs. H unt” no elevó el 
sindicalismo o las negociaciones colectivas a una posición 
protegida por el derecho. Tampoco creó derechos ni obli­
gaciones a los patrones de reconocer tales principios; simple­
mente removió la responsabilidad civil o penal de los tra­
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bajadores, que previamente se había considerado como tal, de 
intentar éstos una acción conjunta.8

Esta decisión estableció un precedente que no fue fácil­
mente seguido en otras jurisdicciones. La doctrina de la cons­
piración no continuó siendo la opinión judicial en Massa- 
chusetts; sin embargo, otras jurisdicciones de los Estados Uni­
dos fueron lentas en abandonar la opinión jurisdiccional o 
“common law”, y lo que la misma preceptuaba.9 En los años 
siguientes, el derecho a organizarse fue considerado con re­
serva por otros tribunales. Paulatinamente, la doctrina de 
la conspiración fue abandonada, y se proveyeron normas que 
requerían a los trabajadores que en caso de organizarse, lo 
hicieran con ciertos propósitos y bajo determinadas activida­
des específicas; ya que en caso de violación, los preceptos pe­
nales y civiles les eran aplicables.10

El derecho de los trabajadores para organizarse no quedó 
plenamente asegurado sino hasta el año 1930, cuando la Su­
prema Corte de los Estados Unidos negó definitivamente el 
antisindicalismo,11 al sostener y afirmar una enmienda he­
cha por el Congreso Federal en la que se proveía lá inde­
pendencia de los trabajadores ferrocarrileros para designar a 
sus representantes y para organizarse con miras a negociar 
colectivamente. Esta decisión indica, por primera vez, que el 
poder judicial estaba pronto a proteger el derecho de los 
trabajadores y a terminar, una vez por todas, con las restric­
ciones al sindicato que con anterioridad se hacían valer.

La historia legislativa durante este período, presenta las 
mismas características que la historia judicial, ya que nin­
guna de las dos dio los frutos que de ellas se esperaban para 
proteger el derecho de organización. El poder legislativo lo­
cal no procuró protección inmediata a la organización de los 
trabajadores;12 y en relación a la legislación federal, ésta casi 
no existía. A principios de 1898 el Congreso Federal se in­
teresó en los medios de asegurar una paz industrial. Ese mis­
mo año fue designada una Comisión Industrial para que in­
vestigara la situación, y en su informe, rendido en 1902, pro­
puso como finalidad para lograr éxito en los convenios co­
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lectivos, la protección urgente a los derechos de los trabaja­
dores; sugiriendo en vez de que los medios fueran aplicados 
por el poder legislativo, prácticas en tal sentido a los pa­
tronos. La comisión de huelga de la industria del carbón an­
tracita, de 1902, convocada por el Congreso Federal a fin de 
arbitrar en la huelga carbonera de aquel año, sostuvo en su 
laudo que las negociaciones o arreglos colectivos contienen 
muchos elementos benéficos para los arreglos de los proble­
mas obrero-patronales, en razón de que los derechos para or­
ganizarse son reconocidos, y tanto los trabajadores como los 
patronos reconocen las obligaciones que tienen con el pú-' 
blico. En 1912, el Congreso Federal designó la Comisión de 
Relaciones Industriales, la cual, en su informe final, urgía 
la adopción de los convenios colectivos como instrumento de 
carácter nacional, y que pueden aplicarse a: “1) La incorpo­
ración, entre los derechos garantizados por la Constitución, 
de los derechos ilimitados de los individuos para formar aso­
ciaciones, no con la finalidad de obtener ganancias, sino para 
el mejoramiento de los intereses individuales y colectivos. 
2) Proteger los derechos y prohibir el despido de cualquier 
persona en razón de ser miembro de una organización sin­
dical”.

A pesar de tal informe, nada se hizo para mejorar la 
situación de los derechos del trabajo.13 La Ley del Trabajo 
Ferrocarrilero de 1926, enmendada en 1934, fue una de las 
primeras legislaciones federales en esta materia, pero sólo fue 
aplicada a trabajadores ferrocarrileros. La Ley Norris-La 
Guardia de 1932 limitó el uso de los interdictos u órdenes ju­
diciales dictadas por las Cortes Federales en contra de las or­
ganizaciones sindicales, puso término así a una práctica del 
sistema judicial de cerca de 50 años para prevenir conflictos 
de trabajo por medio de interdictos decretados contra casi to­
das las actividades sindicales.14 Mas una protección compren­
siva de las organizaciones de trabajo sólo llegó hasta que fue 
elegido Franklin D. Roosevelt, durante la depresión de 1929- 
1933, y se dio a conocer lo desastroso que había sido para 
los trabajadores el no estar organizados. La reconstrucción
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industrial exigía un nuevo trato en los problemas del capital 
y el trabajo, y la nueva política fue concebida en el artículo 
7?, inciso A, de la Ley Nacional de Recuperación:

“ . . .  (1) Los trabajadores tendrán el derecho de orga­
nizarse y de negociar colectivamente por conducto de repre­
sentantes por ellos designados, y estarán libres de la inter­
ferencia, restricción o coerción de los patronos, o de sus re­
presentantes, tanto en la designación de los representantes 
obreros o de sus medios de organizarse, romo en aquellas ac­
tividades tendientes a negociar colectivamente, o de mutua 
ayuda o protección; (2) de que ningún trabajador, ni aquél 
que esté en busca de empleo, sea requerido para que, como 
condición de trabajo, ingrese a un sindicato de empresa o se 
abstenga de hacerlo o de organizar o de ayudar a un sindi­
cato por él escogido; y (3) que el patrono cumpla con un 
mínimo de horas de trabajo, de salarios y otras condiciones 
de empleo”.
I Aunque lo proveído era ambiguo y poco claro, estatuyó 
la primera ley federal proteccionista del trabajo en los Es­
tados Unidos. Sin embargo, tal ley cayó en desuso juntamente 
con el resto de la Ley Nacional de Recuperación, cuando di­
cho programa fue declarado inconstitucional por la Suprema 
Corte de los Estados Unidos en mayo de 1935. La necesi­
dad de proteger los derechos de organizarse y de negociar en 
forma colectiva era real; los resultados de la Ley Nacional 
de Recuperación no fueron del todo favorables, a pesar de 
que señalaron al Congreso la necesidad de continuar la pro­
tección federal. Por lo tanto, el Congreso, en julio de 1935, 
promulgó la Ley Wagner con la intención de provocar los 
arreglos colectivos a través de la definición de los derechos 
de los trabajadores y estatuir obligaciones a los patronos en 
los arreglos colectivos o negociaciones.

En 1947 la Ley Wagner quedó enmendada por la Ley 
Taft-Hartley. El razonamiento dominante en esta última le­
gislación es el de igualar las posiciones de las partes en las 
pláticas de arreglo. La experiencia de doce años, obtenida a 
través de la Ley Wagner, ha demostrado claramente que una
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declaración de los derechos para los trabajadores y la protec­
ción de tales derechos, ha dado a la clase trabajadora un po­
der que invade las prerrogativas del capital. El abuso de tales 
derechos y poderes, por parte de los sindicatos, ha llevado 
asimismo, a una inquietud industrial. El Congreso sintió la 
necesidad, al enmendar la Ley Wagner, de definir las obli­
gaciones de los sindicatos, así como sus derechos, y de pres­
cribir los correspondientes derechos y obligaciones requirien­
do el mutuo respeto para tales derechos y obligaciones.

La Ley Taft-Hartley prevé como política de arreglo que: 
“El conflicto industrial. . .  puede ser evitado o substancial­
mente aminorado, si patronos, trabajadores y sindicatos re­
conocen los derechos legítimos que da a cada uno la ley en 
sus relaciones comunes, y si, principalmente, reconocen que 
ninguno tiene derecho en sus relaciones con el otro a eje­
cutar actos o prácticas que pongan en peligro la salud, segu­
ridad o los intereses públicos”. Y en otra parte establece: 
“Esta ley tiene como propósito y política. . .  el de determi­
nar los derechos legítimos, tanto de trabajadores como de pa­
tronos .. _, establecer procedimientos ordenados y pacíficos, 
para prevenir la intervención por parte de una de ellas en 
los derechos legítimos de la otra; proteger los derechos in­
dividuales de los trabajadores en sus relaciones con los sin­
d icatos..., proscribir las prácticas opuestas al bienestar gene­
ral . . Por lo tanto, la ley estatuye que las negociaciones co­
lectivas pueden operar satisfactoriamente cuando sean “fomen­
tadas las prácticas fundamentales para el arreglo amistoso de 
disputas industriales, en cuanto a stieldos, horas de trabajo ú 
otras condiciones de empleo y para lograr la igualdad de po­
der de arreglo entre patronos y trabajadores”.

El desarrollo histórico de las relaciones obrero-patronales 
y la legislación respectiva del Gobierno Federal de los Es­
tados Unidos tienden a la realización del sistema de nego­
ciación colectiva, en la cual la empresa y el trabajador se 
encuentran en situación de igualdad. Sólo los años por venir 
nos dirán si tal equilibrio por fin se ha logrado.
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c a p í t u lo  II



CAPITULO II

Las negociaciones colectivas representan, como procedi­
miento industrial, pláticas entre representantes del capital y 
del trabajo con vistas a superar sus diferencias y de llegar a 
un acuerdo en lo relativo a contratos de trabajo. Estos con­
tratos son válidos por el periodo de por lo menos un año y 
pueden ser anualmente renovados cuando cualquiera de las 
partes lo notifique a la otra por escrito y con 60 dias de ante­
lación al término de la vigencia del contrato existente. Duran­
te tal período, las dos partes deben cambiar puntos de vista 
y conferenciar con el propósito de modificar el anterior con­
trato o de negociar uno nuevo; si no se llega a un entendi­
miento entre las partes durante los primeros 30 días de plá­
ticas, entran en acción los Servicios Estatales y Federales de 
Mediación, a fin de que tales agencias gubernamentales pue­
dan coadyuvar con las partes en su intento de suscribir un 
nuevo acuerdo.

El convenio es válido solamente cuando se llegue a él en­
tre el patrón y los agentes reconocidos y certificados de los 
trabajadores. No existe por regla general, dificultad alguna 
en determinar quién es el patrón; no obstante, con frecuen­
cia se registra el hecho de que no se sepa con certeza quién 
es el negociador genuino que representa a los trabajadores. En 
m ultitud de ocasiones las controversias se finiquitan por me­
dio de negociaciones directas entre las partes. La organiza­
ción laboral presenta al patrón la evidencia de que repre­
senta una mayoría considerable de sus empleados en determi­
nada clase, gremio o planta, y con el apoyo de esta prueba,
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accede aquél a las demandas del sindicato y efectúa un con­
venio reconociendo al sindicato y conviniendo en negociar con 
él para el personal de planta, gremio o clase de empleados 
que requiera.

Sin embargo, en muchos casos la evidencia quizá no con­
venza al patrón, o bien deje alguna duda en su mente; pue­
de recibir de dos o más sindicatos rivales reclamaciones an­
tagónicas. En resumen, por una o varias razones, el patrón 
se siente cohibido para efectuar un convenio de representa­
ción con cualquiera de los sindicatos contendientes, o para 
suscribir dicho convenio con un sindicato que es desautoriza­
do por los otros. La alternativa al no reconocimiento o reco­
nocimiento disputado, es la de una intranquilidad industrial 
que lleva en último término al movimiento de huelga. Y a 
fin de evitar tales soluciones no pacíficas o la existencia de 
representaciones disputadas, el Congreso, tanto en la anterior 
Ley Wagner cuanto en la vigente Taft-Hartley, ha establecido 
la intervención y solución, en tales conflictos, por medio de 
¡a N LRB  (Junta Nacional de Relaciones Obreras). La ac­
tual disposición, que forma parte íntegramente del inciso 9 
de la sección 101, trata de proteger ampliamente a los traba­
jadores en cuanto a que puedan escoger y controlar a sus re­
presentantes negociadores, y al patrón, en cuanto a que re­
conozca y trate con un agente de sus trabajadores.

Desde el momento en que es éste uno de los campos den­
tro de los cuales la intervención federal en las relaciones obre­
ro-patronales es comprensiva y realista, resulta esencial que 
las técnicas en ello utilizadas, se analicen y comprendan cui­
dadosamente. Un agente negociador de los trabajadores re­
sulta esencial dentro del proceso de negociaciones; examine­
mos, por lo tanto, el proceso en sus cuatro partes integrales: 
//) Qué es un agente negociador bajo esta Ley; B) Cómo 
se le escoge; Cj Cuáles son sus derechos y autoridad, y Dj 
Qué vigencia tienen su autoridad y derechos.
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A

Qué es un agente negociador bajo esta Ley.

El inciso 9 a) de la sección 101 de la Ley Taft-Hartley 
define al representante negociador como “el representante 
designado o seleccionado con objeto de negociar un contrato 
colectivo por la mayoría de trabajadores en una unidad apro­
piada para tal caso”. El representante negociador debe ser 
aprobado por la NLRB  de acuerdo con el procedimiento in­
dicado en la sección Bj de la ley, y ejercerá las funciones de­
signadas en la sección C) por el término de su designación, 
tal como se expresa en la sección Dj de la que después se ha- 
ra mérito. El patrón debe negociar con el representante de­
legado de los trabajadores o sujetarse a las sanciones que esta­
blece la sección 8 (aj (5) por cometer una práctica injusta 
de trabajo al no negociar con los agentes debidamente desig­
nados por sus obreros.15

El representante negociador se designa en cada unidad 
apropiada por medio de voto mayoritario de los trabajadores 
que prestan sus servicios en tal unidad; y una vez seleccionado, 
es aquél el representante exclusivo de todos los trabajadores 
de dicha unidad. La determinación de qué es una unidad 
negociadora apropiada, representa uno de los principales pro­
blemas que se originan bajo el procedimiento de certificación; 
su importancia deriva del hecho de que, una vez determinado, 
establece el límite al área de la negociación colectiva.

Un ejemplo puede ilustrar mías claramente los proble­
mas que una simple definición de términos: la compañía A 
tiene diversas plantas diseminadas en varias comunidades o 
áreas; plantas que representan aproximadamente 60% de la 
producción total de la rama industrial de que se trate. En ca­
da planta existen grandes núcleos de trabajadores calificados, 
semicalificados y obreros, así como grupos más pequeños de 
artesanos especializados, tales como carpinteros, electricistas, 
soldadores, etc. La N LRB  es la llamada a determinar cuál de
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las unidades sería apropiada para la organización de los tra­
bajadores de las fábricas de la empresa A, con el objeto de 
proceder a la negociación colectiva. Hay cinco formas adop­
tables: 1. La totalidad de la industria de la empresa A repre­
senta la mayor producción de que se trate; 2. El patrón o la 
unidad de toda la compañía; 3. La unidad de una planta; 4. 
La unidad del artesano o del trabajador calificado, o 5. La 
unidad de trabajo departamental o de tipo determinado.

A fin de escoger en forma adecuada dentro de las cinco 
unidades la que sea aprobada para negociar, la Junta se ve 
ante la necesidad de establecer determinado criterio para apli­
car a cada situación de hecho. No existen reglas inflexibles 
que puedan establecerse, porque cada situación es de hecho 
distinta. De ahí que la Junta haya emprendido la política de 
revisar cada situación dando la debida consideración a tales 
factores, como: 1) la historia de las negociaciones colectivas; 
2) el grado y tipo de organización de los trabajadores respec­
tivos; 3) el grado o tipo de organizaciones en otras plantas 
regentadas por el mismo patrón o en las que éste tenga pro­
blemas de trabajo similares; 4) la habilidad, los jornales, la 
labor y las condiciones de trabajo de los obreros respectivos; 
5) los intereses, objetivos y finalidades de los trabajadores 
correspondientes; 6) la elegibilidad de los trabajadores para 
ser miembros del sindicato o de los sindicatos que pretendan 
representarlos, y 7) la organización del patrón, su modo de 
dirigirla y forma de operación. El único criterio que no pue­
de bajo la Ley controlarse por sí mismo es el grado hasta don­
de los trabajadores de cualquier patrón se hayan organizado; 
así, pues, si un patrón posee diversas plantas, algunas de las 
cuales están organizadas sindicalmente y otras no lo están, la 
Junta no puede determinar la unidad apropiada para negociar 
en cada planta individual porque los trabajadores de ellas no 
se encuentran en el mismo nivel de organización, sino que 
deberá pesar y tener en cuenta todos los factores pertinen­
tes para determinar si una empresa, planta o unidad más pe­
queña resulta la más apropiada.
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El inciso 9 bj de la Sección 101 establece otras restriccio­
nes relacionadas con el poder de la Junta. Primeramente, los 
profesionales no pueden ser agrupados con trabajadores no 
profesionales, a menos que den su consentimiento por medio 
de un voto mayoritario de los trabajadores profesionales de 
que se trate. La sección 2 (12) de la Ley Taft-Hartley defi­
ne a los trabajadores profesionales como “aj cualquier traba­
jador empleado en tarea I) predominantemente intelectual y 
diversa en carácter al trabajo rutinario mental, manual, me­
cánico o físico; II) implicando el ejercicio permanente de jui­
cio y discreción en su desempeño; III) de tal carácter que la 
producción o el resultado obtenidos no puedan ser normali­
zados en relación con determinado período de tiempo; IV) 
que requiera conocimientos de tipo avanzado en el campo de 
las ciencias o del saber, generalmente adquiridos en un curso 
impartido en una institución especializada; o bj cualquier 
trabajador quien: I) haya completado el curso de instrucción 
especializada descrito en la cláusula IV del párrafo a ) , y II) 
desempeñe trabajo relacionado bajo la vigilancia de un pro­
fesional a fin de calificarse como trabajador profesional, tal 
como se define en el párrafo aj ”.

En segundo término, los trabajadores calificados o arte­
sanos experimentados no pueden ser agrupados con otros tra­
bajadores solamente porque tal agrupación siga a una 
determinación' anterior de la Junta. Los trabajadores califi­
cados tienen entonces el derecho de mantener unidades sepa­
radas para negociar en cada unidad apropiada que se desig­
ne, a menos que una mayoría en la rama vote en contra de 
representación separada. El Comité Senatorial explicó el ra­
zonamiento que respalda esta disposición en los siguientes 
términos: “Generalmente hablando, en plantas donde no se 
han organizado los trabajadores, la Junta ha proporcionado 
una oportunidad para que los trabajadores calificados voten 
en unidades separadas y aseguren de tal modo una represen­
tación propia si su voto representa tal deseo. Sin embargo, 
donde una empresa ya ha sido organizada, la Junta no aplica 
esta doctrina a menos que sea compatible con prácticas en 
negociaciones anteriores. D-esde que se falló el caso de la
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American Can, en el que la Junta rehusó permitir a uni­
dades de trabajadores calificados que fueran “extraídos” 
(“carved out”) de una unidad de organización más amplia 

ya establecida, la Junta, excepto cuando se encuentre en cir­
cunstancias inusitadas, ha obligado virtualmente a los traba­
jadores calificados a permanecer como partes componentes 
de una unidad de planta. El Comité juzga la aplicación de 
esta doctrina como carente de equidad. Nuestra ley deja a 
la Junta discreción para revisar todos los hechos al determi­
nar la unidad apropiada de negociación, pero no podrá de­
cidir que ninguna rama-unidad sea apropiada basándose en 
que una unidad diferente ha sido establecida por determi­
nación anterior de la Junta”.

En tercer lugar, la Junta no puede decidir que una uni­
dad sea apropiada cuando incluya guardas de la planta en 
la misma unidad con otros trabajadores. Se estipula asimis­
mo que ningún sindicato representando a unidad de guar­
das de plantas será certificado por la Junta cuando el sindi­
cato los admita como miembros, o que esté afiliado directa o 
indirectamente con un sindicato que admita como miembros 
a trabajadores diversos de los guardas. Las razones que im­
pulsaron el establecimiento de esta sección, dimanaron prin­
cipalmente del carácter confidencial y único en la posición 
que tienen los guardas de planta, y de más alto grado de de­
ber para con la compañía de parte de estos guardas, que 
aquel que se puede esperar de las masas de trabajadores.

Finalmente, la Junta puede impedir que supervisores for­
men parte de una unidad negociadora de trabajadores; pero 
no puede forzar a ningún patrón a negociar con un sindica­
to de capataces. El término “capataz”, de acuerdo con la Sec­
ción 2 (11) de la Ley, significa “cualquier individuo que ten­
ga autoridad, en interés del patrón, para contratar, transferir, 
suspender, quitar, reintegrar, promover, despedir, designar, 
premiar o disciplinar a otros trabajadores, o que sea respon­
sable de dirigirlos y de ajustar sus quejas, o de recomendar 
eficazmente tal acción, si el ejercicio de tal autoridad no re­
presenta una mera rutina oficinesca sino que requiere el uso
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de criterio independiente”. Consideró el Congreso que los sin­
dicatos que incluyeron a personas contratadas para supervisar 
genuinamente la masa de trabajadores y a las del personal, 
dislocarían el equilibrio de poder en negociaciones de con­
tratos colectivos. El Congreso no intentó excluir de las orga­
nizaciones de trabajadores a personas en situaciones supervi- 
soras de menor importancia. El Comité Senatorial del Traba­
jo expresó “El Comité no se desentendió del hecho que deter­
minados trabajadores con deberes supervisores de menor cuan­
tía tienen problemas que justifican su inclusión en la ley. Por 
lo tanto, ha distinguido entre los capataces, jefes de cuadrilla 
y otros trabajadores con autoridad supervisora de poca monta, 
y el supervisor a quien se otorgan prerrogativas de genuina su­
perintendencia, tales como el derecho a contratar, despedir, 
disciplinar y proponer otras recomendaciones de carácter efi­
caz respecto de tales actividades. En otras palabras, el Comi­
té ha adoptado la prueba que la Junta misma ha efectuado 
en numerosos casos cuando ha permitido que determinados 
trabajadores con categoría de supervisores queden incluidos en 
la misma unidad de negociación que integre la masa de tra­
bajadores”.

De tal modo, la Junta tiene facultad para designar la 
unidad apropiada de negociación. El criterio utilizado en la 
selección de representante para tal unidad de negociación se 
deja principalmente a la NLRB. El Congreso sólo intentó de­
limitar la esfera de acción de la unidad al proteger los inte­
reses de grupos minoritarios de trabajadores y definiendo lí­
mites en los derechos de la representación de trabajadores.

B

Cómo se escoge el agente negociador.

La selección del representante negociador se hace por 
medio de una elección en la unidad apropiada. Conforme 
a la ley, se requiere que la N LRB vigile tal elección y se la 
faculta para obtener una orden judicial, si fuera necesario,
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que obligue al patrón a reconocer y negociar con el repre­
sentante seleccionado. El procedimiento para escoger al repre­
sentante que entable negociaciones puede entenderse mejor 
si se analiza cada etapa del sistema.

El procedimiento principia con la petición que un tra­
bajador, un grupo de ellos, cualquier sindicato de trabajado­
res o un patrón, envíe a la Junta declarando que un número 
considerable de trabajadores desea ser representado en nego­
ciaciones colectivas. El sindicato o los trabajadores deben ale­
gar que el patrón ha rehusado reconocer al representante de­
signado por la organización de trabajadores, y que, desde el 
momento en que un número importante de ellos desea tal re­
presentación, debe llevarse a cabo una elección para seleccio­
nar al agente negociador. Al patrón se le concede el derecho 
de solicitar la intervención de la Junta, cuando alegue que un 
fuerte número de trabajadores desea representarla, y que uno 
o más sindicatos le han presentado solicitud de ser reconoci­
dos como los representantes.

La Junta tiene el derecho a establecer las reglas y regla­
mentos bajo los cuales deba hacerse una petición; y de acuer­
do con la fracción 9) c) 2 se establece que iguales reglas de­
berán aplicarse a todos los solicitantes. La Junta, bajo el re­
glamento original de la anterior Ley Nacional de Relaciones 
Obreras (NLRAj rechazaba sumariamente las solicitudes pro­
venientes de sindicatos independientes o de sindicatos de em­
presa cuyos antecesores hubieran estado dominados por la em­
presa, a menos que hubiera un cambio claro entre el sindi­
cato solicitante y el anterior; pero si el sucesor de un sindi­
cato dominado por la empresa se afiliaba a una federación 
nacional o regional de importancia, no se le aplicaba tal cri­
terio, y la solicitud del sindicato afiliado, generalmente, no 
era disputada. Bajo la presente ley, la Junta no puede esta­
blecer tales reglas de discriminación.

En el caso de una solicitud patronal, de acuerdo con la 
N LRA, la Junta podía aceptársela solamente en caso de 
que la empresa se confrontara con reclamaciones antagó­
nicas de dos o más sindicatos de trabajadores. Bajo la pre­
sente ley, el patrón puede presentar solicitud aun cuando
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solamente un sindicato de trabajadores le presente una recla­
mación. El Comité Senatorial del Trabajo explicó esta nueva 
reglamentación en los siguientes términos: “ . . .a u n  cuando 
un sindicato que tenga el derecho de petición y de certifica­
ción como el representante de la mayoría (si en verdad lo es) 
puede emplazar a huelga para su reconocimiento, el patrón 
no puede recurrir a la Junta para el arreglo de tales disputas 
por los procedimientos pacíficos previstos en la Ley. El carác­
ter parcial de las reglas de la Junta ha sido defendido sobre 
la base de que si un patrón podía hacer solicitud en cual­
quier tiempo, podría efectivamente frustrar el deseo de sus 
trabajadores para organizarse, solicitando una elección desde 
el primer día en que los organizadores del sindicato princi­
piaran las tareas de proselitismo en su lugar de trabajo. De­
be considerarse que esto puede ser argumento válido para 
poner alguna limitación al derecho del patrón para hacer 
solicitud, pero que no representa justificación para negársela 
por completo. El Comité ha reconocido este argumento hasta 
donde lo ha señalado, concediendo al patrón el derecho de 
hacer peticiones, mas no hasta que un sindicato haya efecti­
vamente reclamado que constituye una mayoría, o demanda­
do reconocimiento exclusivo. Debe observarse que este cam­
bio, igual que el que se abrogó en disparidad de tratamiento 
para solicitudes de trabajadores, no impide que la Junta use 
discrecionalmente el poder de rechazar peticiones que hagan 
los patrones, cuando la existencia obvia de un contrato co­
lectivo o alguna otra condición especial hagan, en tal momen­
to, inapropiada una elección”.

Después de presentada la solicitud, la Junta debe inves­
tigarla a fin de discernir si hay bases razonables para creer 
que existe un problema de representación. Bajo la ley origi­
nal, la investigación era conducida por un funcionario local 
de la Junta, cuya determinación en el asunto, de acuerdo 
con el reglamento de la propia Junta, era definitiva. Bajo 
la ley Taft-Tartley un funcionario local solamente puede in­
vestigar la situación y enviar un informe de hechos a la Jun­
ta, la que deberá tomar una decisión de acuerdo con los he­
chos presentados.
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Si ¡a investigación indica que existe una disputa respec­
to a representación, la Junta debe ordenar que se verifique 
una audiencia, en la cual todas las partes interesadas —pa­
trones, trabajadores y sindicatos— sean oídas. La Junta pue­
de designar un funcionario local para que presida tal au­
diencia; pero a dicho funcionario se le niega específicamen­
te el derecho de hacer recomendaciones, ya que sólo es com­
petente para elaborar un informe de hechos. Basada en es­
te informe, la Junta determina si existe una representación, 
y cuál deberá ser la unidad apropiada para negociar, de sub­
sistir de hecho la disputa. Este procedimiento indica dos me­
dios en los cuales la presente ley modifica el procedimiento 
bajo la Ley Wagner: primero, de acuerdo con la Ley de 1935, 
el funcionario local podía hacer recomendaciones, basándolas 
en hechos presentados durante la correspondiente audiencia 
e investigación, y teniendo su recomendación el carácter de 
definitiva, a menos que se encontraran excepciones especiales 
que hacerle; segundo, el funcionario local y la Junta no te­
nían obligación de presidir una audiencia, a menos que pa­
reciera existir una disputa real.

Después de la audiencia, la Junta debe determinar si la 
disputa existe. Si juzga que de verdad existe una disputa, de­
berá ordenar una elección por medio de votación secreta de 
todos los trabajadores en la unidad designada para negociar. 
No se puede llevar a cabo una elección sin audiencia previa, 
a menos que todas las partes afectadas renuncien a ésta. Es­
tas elecciones pre-audiencia son las únicas que no necesitan 
estar vigiladas o conducidas por la Junta; sino que puede 
conducirlas, en el terreno mismo de la disputa, un funciona­
rio local de la Junta. Las elecciones, bajo la Ley Taft-Har- 
tley, representan la única forma en que puede seleccionarse 
a un agente negociador; en tanto que cuando estaba vigente 
la Ley Wagner, una elección, o cualesquiera otros medios 
adecuados para discernir el derecho de un sindicato conten­
diente, podían ser utilizados.

Asumiendo que no se trate de una elección pre-audiencia, 
entonces la Junta deberá vigilar los votos secretos de la elec­
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ción. El voto deberá incluir los nombres de todos los sindi- 
¡atos afectados en el procedimiento, y la opción a “no sindica­
to” cuando los trabajadores demuestran que algún número de 
ellos se oponen a cualquier forma de sindicalización. Los tra­
bajadores elegibles para votar son todos aquellos empleados 
normalmente por el patrón, exceptuando los guardias de 
planta, superintendentes, vigilantes y profesionales, si una 
mayoría de estos individuos no desea afiliarse a un sindica­
to; además, la Junta ha establecido que caen bajo la catego­
ría de trabajadores elegibles aquellos de planta que estén con 
permiso o cesantes a causa de un descenso temporal de traba­
jo; que se encuentren enfermos o en vacaciones, y los que es­
tén comprendidos dentro de periodo de prueba. Los trabaja­
dores calificados deben votar separadamente, a fin de deter­
minar si desean afiliarse a un sindicato con los demás traba­
jadores, o permanecer en alguna otra organización separada.

En caso de huelga, la fracción 9 c) 3) de la Sección 101 
permite a todos los trabajadores sujetos a reinstalación el que 
voten, lo que conduce a una diferenciación entre prácticas de 
huelga, económica o por injusticia, que la Junta ha enuncia­
do como sigue: huelga económica es aquélla en la cual se lu­
cha por objetivos tales como salarios, horas o condiciones de 
trabajo, que obligan a los trabajadores a recurrir a la huelga, 
y para estos movimientos, la Junta ha reglamentado en el 
sentido de que los trabajadores tienen derecho a ser reinsta­
lados solamente en el caso de que el patrón haya rechazado 
una oferta incondicional de parte de aquéllos para retornar 
a sus labores antes de que hubieren sido contratados substi­
tutos y en tanto que sus respectivas plazas existieran todavía. 
El movimiento laboral de huelga por injusticia, es aquél en 
el que se provocan huelgas o se las prolonga mediante prác­
ticas injustas del patrón, cuando tal procedimiento esté pros­
crito por la ley; en tales huelgas la Junta ha establecido la 
regla de que los huelguistas tienen derecho a sus plazas aun 
cuando sus reemplazos hubieran sido contratados a menos 
que tales plazas no estuvieran ya en existencia o que los 
huelguistas fueran culpables de actos ilegales, como violencia 
contra persona o propiedad, durante el movimiento de huel-
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ga. De este modo, los huelguistas en movimientos económi­
cos, pueden votar solamente cuando sean contratados de nue­
vo o hubieran solicitado incondicionalmente su reinstalación 
antes de que sus plazas hubieran sido cubiertas; en tanto que 
a los huelguistas en movimientos por injusticia se les permite 
votar, a pesar de que ellos hubieran sido repuestos, a menos 
que su violencia durante la huelga se los impida, o que los 
negocios del patrón hubieren contratado o cambiado duran­
te la huelga, al grado de hacer inexistentes las plazas de tales 
huelguistas.

Dando por hecho que se verificara una elección: ¿qué 
constituiría, a los ojos de la Junta, una mayoría? La Junta, 
en el caso de la R.C.A. registrado en 1936, expresó la filo­
sofía que se ha convertido en base para su reglamentación 
presente. La Junta decidió que sus antiguas reglas, requirien­
do una mayoría de todos los trabajadores elegibles y, más tar­
de, una mayoría de la mayoría de todos los votantes elegi­
bles, equivalían a premiar el sabotaje y la intimidación, por 
parte de la compañía, con vistas a evitar que los trabajado­
res votasen, o aun permitiendo a una minoría, por persuasión 
pacífica, que evitara una cerficación cuando existieran votan­
tes susceptibles a cambiar de opinión. De ahí que, en el caso 
de la R.C.A., la Junta opinara en el sentido de que la mayo­
ría de votos emitidos determinaría al representante, siempre 
y cuando volara un número considerable de trabajadores y 
que los hechos en el caso y en conjunto indicaran la existen­
cia real de un deseo, en parte de los trabajadores, para ne­
gociar en forma colectiva.

De no obtenerse una mayoría en la primera elección 
se procede, de acuerdo con lo que establece la fracción 9) 
c) (3) , a verificar una segunda elección en la cual sola­
mente se vota a favor de cualquiera de los dos candidatos 
que hubieran obtenido la mayor votación y la inmediata si­
guiente, en la primera elección. Conforme a la ley vigente, 
la Junta debe efectuar una segunda elección cuando no apa­
rezca una mayoría en la primera elección; en tanto que bajo 
la Ley Wagner, la Junta no tenía esa facultad y, por ello, so­
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lamente celebraba segundas elecciones cuando en forma espe­
cífica se le requería para ello. La razón en que estriba el 
mandato de conducir segundas elecciones aun cuando no sean 
solicitadas, es de que en una situación en la que los traba­
jadores no sindicalizados recibieran el segundo más copioso 
número de votos emitidos, se empequeñecían las posibilidades 
de petición para una segunda elección por parte de los mis­
mos trabajadores no sindicalizados, trayendo como consecuen­
cia que se permitiría al sindicato alcanzar una pluralidad que 
fuera subsecuentemente certificada. Tal razonamiento se ha­
ce de mayor importancia cuando se recuerda que las reglas 
de la Junta militaban en contra de los no sindicalizados; ya 
que a menos que éstos obtuvieran una mayoría en la prime­
ra elección, la Junta rehusaba comparecer en el sufragio de 
la segunda elección. La nueva ley establece que en la segun­
da elección los dos candidatos que hubieren recibido el ma­
yor número de votos válidos emitidos —ya se trate de dos 
sindicatos, o de un sindicato y un grupo no sindicalizado— 
sean nuevamente presentados como candidatos a los trabaja­
dores. De aquí que, bajo la regla antigua, si el sindicato A 
recibía el 35% de los votos emitidos, el grupo no sindicali­
zado el 30% y el sindicato B el 25%, con el restante 10% de 
la votación disperso, la Junta en una segunda elección per­
mitía que comparecieran candidatos los sindicatos A y B, ba­
sándose en que la mayoría de todos los trabajadores votantes 
habían rechazado al grupo no sindicalizado y que, por ello, 
el sindicato B había recibido el segundo mayor número de 
votos válidos emitidos. En tanto que dentro de la ley vigente, 
la Junta debe permitir que el sindicato A y el grupo no sin­
dicalizado sean los candidatos en la segunda elección; porque 
dentro de la situación de hecho de que antes se ha hecho mé­
rito, ambos recibieron, respectivamente, el mayor y el segun­
do mayor número de votos válidos emitidos.

Una vez que se ha llegado a la obtención de una mayo­
ría, ya sea en la primera o en la segunda elección, la Junta 
debe certificar que el sindicato triunfante o el grupo no sin­
dicalizado sea reconocido como representante negociador pa­
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ra todos los trabajadores en la unidad de trabajo dada. Si a 
un sindicato es al que se le certifica, tal situación permane­
ce válida por un año, dentro del cual ningún otro sindicato 
o grupo antisindical puede disputar o dejar de reconocer sus 
derechos de representación. De la misma suerte, si los no sin­
dicalistas ganan la elección, ningún sindicato puede obtener 
otra elección durante un año entero. La razón de esta me­
dida radica en la estabilización de relaciones obrero-patrona­
les durante un período de un año por lo menos.

C

Cuáles son sus derechos y responsabilidades.

Los derechos y autoridad del representante negociador 
están formulados para promover todo lo relacionado con 
las negociaciones colectivas. El hacer del sindicato selecciona­
do por una mayoría de trabajadores el representante negocia­
dor exclusivo, tiene por objeto simplificar el procedimiento 
de negociación y eliminar luchas o antagonismos entre aque­
llas porciones organizadas y no organizadas de la misma uni­
dad de trabajo. Se opina que el hecho de contar con un re­
presentante general negociador proporciona a los trabajadores 
de la unidacl negociante y al patrón de la misma un agente 
designado de aquella unidad, con el cual cada una de las par­
tes puede negociar. Los derechos otorgados al representante 
negociador están restringidos, a través de medidas equitativas 
establecidas por la Junta como salvaguardia en contra de abu­
sos: el representante negociador debe ejercitar sus poderes en 
justicia y equidad, y en beneficio de todos los trabajadores 
de la unidad de trabajo dada, a pesar de la filación sindical 
o amenaza de perder los derechos de certificación.

El representante negociador es el agente exclusivo de to­
dos los trabajadores de determinada unidad de trabajo, con 
vistas a entablar negociaciones colectivas respecto a pagos, ho­
ras de trabajo y demás condiciones de trabajo. De acuerdo con
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la ley reformada, puede representarlos en quejas individuales 
de trabajadores en contra del patrón si el trabajador afecta­
do así lo desea; sin embargo, se permite a los trabajadores in­
dividuales presentar sus quejas personalmente a los patrones 
y que aquéllas se ajusten entre el patrón y el trabajador, 
siempre y cuando el procedimiento que se siga o el ajuste a 
que se llegue no sean inconsistentes con, ni contrarios a lo 
que establezca el contrato colectivo en vigor, y que al agente 
negociador le haya sido concedida la oportunidad de estar 
presente en las discusiones relacionadas con el ajuste.18

El agente negociador puede subscribir un contrato que 
garantice la existencia y los derechos del sindicato cuando el 
patrón, de acuerdo con las condiciones y lo prescrito por la 
ley, se ajuste a todo ello. La fracción 8) a) (3) de la Sec­
ción 101, establece que será ilegal para un patrón y un sindi­
cato contratar con fines de aplicar cláusulas de exclusión (clo- 
sed shop); o sea, que el ser miembro del sindicato no puede 
hacerse una condición para obtener empleo.

La misma sección, por otra parte, permite la existencia 
de convenio de taller sindicalizado (unión shop) o de convenio 
de mantenimiento de miembros sindicalizados (inaintenance 
of membership), lo que equivale a que los patrones podrán 
suscribir con sindicatos convenios en los que no se requiera ser 
miembro del sindicato contratante como requisito para obte­
ner empleo; sin embargo, en el primer caso, deberá serlo des­
pués de un período determinado de empleo efectivo, y en el 
segundo caso después de la firma del convenio colectivo.

Le está permitido a un representante negociador el con­
tratar en forma de taller sindicalizado, solamente en los si­
guientes casos: 1) Si a través de una elección presidida por la 
N LR B  ha demostrado que una mayoría de todos los trabaja­
dores elegibles para votar en la planta determinada, desean esa 
clase de arreglo, y 2) Cuando la Junta certifique que los tra­
bajadores autorizan al sindicato como representante negocia­
dor para que suscriba tal convenio. La elección debe llevarse 
a cabo si, cuando menos, 30% de los trabajadores solicitan 
de la Junta dicha autorización, y por regla general esta au­
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torización se obtiene después de resolver el problema de la 
representación, y ya designado el agente negociador. Los re­
sultados de la elección en el caso de convenio tipo taller sin­
dicalizado serán válidos para el período de un año computa­
do de la fecha de una elección legalmente hecha.

El Congreso puso fuera de la ley al convenio que inclu­
ye la cláusula de exclusión, y reglamentó en forma drástica 
el de taller sindicalizado, porque consideró que el requisito 
de la preexistencia de afiliación sindical como una condición 
para obtener empleo había creado tantos abusos y elevado una 
gran barrera al libre empleo, que no podía ya ser tolerado 
por más tiempo. Porque el control sindical del empleo a tra­
vés de organismos contratantes creados bajo los convenios con 
cláusula de exclusión no solamente permitía que los sindica­
tos, con ese monopolio sobre plazas de trabajo, exaccionaran 
cuotas desmedidas por el derecho a trabajar, sino que asimis­
mo limitaba a la gerencia del ejercicio de selección de los 
trabajadores que contratara.

Sobre ese tópico fueron numerosos los ejemplos de abu­
sos que se presentaron al Congreso; se demostró que líderes 
de sindicatos por razones de carácter personal, racial, venga­
tivas o de simple capricho, habían impedido a trabajadores 
que laboraran o siquiera que pudieran ganarse la vida en su 
respectiva rama, trabajo o profesión. Y no tan sólo se utili­
zaba en ello la técnica del contrato de eliminación de aspi­
rante, sino que al amparo de contratos arbitrarios de taller 
sindicalizado se forzaba a la gerencia a despedir a trabajado­
res porque éstos, en el pasado, hubieran estado afiliados a sin­
dicatos minoritarios, porque dieran señales de oposición per­
sonal al liderismo sindical, o en razón de diferencias de ca­
rácter personal.

Los investigadores del Congreso encontraron ejemplos 
numerosos de “odioso desconocimiento de derechos con res­
pecto a miembros minoritarios cuando los contratos en re­
ferencia existieron, así como que en algunos casos líderes 
de sindicatos rehusaron representar los intereses de las mino­
rías a menos de recibir cohechos o la capitulación minorita­
ria en materia de política sindical. Resulta evidente que —si
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la democracia ha de sobrevivir— la vida económica moderna 
requiere la protección del sindicalismo; pero la sociedad mo­
derna, asimismo, debe exigir del sindicalismo que acepte la 
obligación de representar a todos los trabajadores dentro de 
su campo de acción, sin discriminación alguna por diferencias 
raciales, políticas o sindicalistas”.

El control sindical sobre despidos que permitía la Ley 
Wagner, lia sido grandemente constreñido bajo la ley vigente. 
De acuerdo con la fracción 8 b) (2) de la Sección 101, se pro­
híbe a los sindicatos que soliciten el despido de trabajadores 
bajo convenios de taller sindicalizado o similares, por otras ra­
zones que no sean: 1) pérdida de la calidad de afiliado poí­
no verificar el pago de cuotas razonables y uniformes de ins­
cripción o periódicas, y 2) actividades a favor de otro sindi­
cato o en contra del contrato de taller sindicalizado u otro de 
tipo parecido, cuando la Junta haya certificado el derecho del 
sindicato contratante y no atienda solicitudes subsecuentes re­
lacionadas con la representación en la unidad de trabajo de 
que se trate. En tal caso, el patrón no necesita despedir a un 
empleado porque el sindicato lo pida, si; 1) el patrón tie­
ne fundamento razonable para creer que la afiliación al sin­
dicato fue negada al trabajador de que se trate en los mis­
mos términos y condiciones generalmente aplicables a todos 
los demás miembros del sindicato; 2) tiene fundamento ra­
zonable para creer que el ingreso al sindicato fue negado o de­
terminado por razón distinta a la de falta de pago de cuotas 
de ingreso o uniformemente requeridas como condición pa­
ra ingresar o retener el derecho de la sindicalización del obre­
ro; o 3) tiene fundamento razonable para creer que el sin­
dicato cometió un acto de injusticia laboral al cargar cuotas 
excesivas.

La intención de tales disposiciones es la de asegurar pro­
tección individual en contra dé abusos de sindicatos, y de 
permitir la estabilidad en el procedimiento de contratación 
colectiva, al proteger la posición del sindicato designado du­
rante el período de su certificación. Y aun cuando la Junta 
tiene poder para decidir cualquier disputa que se originare
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por causa de la reglamentación en referencia, y para prote­
ger al sindicato y al trabajador en contra de abusos del pa­
trón, no puede deudarse que la disciplina y el contro sin­
dical han quedado grandemente debilitados por esta sección 
de la ley. “Nada hay en ésta que prohíba a un sindicato el 
expulsar de su seno a cualquiera de sus miembros; pero sí le 
priva de su más efectivo control disciplinario sobre el traba­
jador: su despido. El que la ley necesite ser tan restrictiva 
en la limitación del control sindical sobre despidos o no, es 
en sí una seria premisa; ciertamente que abusos como los in­
dicados en los últimos párrafos merecen censura; pero ¿nece­
sita el control sindical sobre despidos ser tan severamente res­
tringido para corregir estos abusos?’’

Un sindicato no tiene derecho a demandar o pretender 
tjue un patrón pague o le entregue “cualquier dinero u otro 
objeto de valor que tenga la naturaleza de una exacción, por 
servicios que no se realizan o que no se llevarán a cabo”. La 
fracción 8 b) (6) de la Sección 101 determina como acto de 
injusticia laboral que un sindicato requiera de un patrón 
que contrate gente que no trabaje; que pague dinero a per­
sonas que no contrate o que contrate más gente de la que 
necesite para sus necesidades industriales. Esta actividad sin­
dical (featherbedding) fue concebida por sindicatos que te­
nían gran número de afiliados sin empleo por razones de ca­
rácter tecnológico u otras, con miras a forzar a los patro­
nes a que pagaran jornales a personas desocupadas. Argu­
mentos en pro y contra de esta modalidad se han expuesto 
en forma lógica y convincente. El Congreso opinó que la úni­
ca respuesta real radica en una economía de expansión que 
ofrezca otras oportunidades para los trabajadores desplazados, 
y no en forzar a los patrones a aceptar cargas adicionales en 
razón de su desarrollo tecnológico incrementado. Bajo la Ley 
Taft-Hartley, al patrón se concede el derecho de exigir da­
ños por la vía civil en contra del sindicato que trate de reali­
zar tales prácticas; pero no puede obtener mandamientos en 
contra de la utilización de éstas.

El sindicato tiene el derecho de hacer que sean los pa­
trones quienes deduzcan las cuotas sindicales por planilla
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a los miembros de aquel, y de que se pague ese dinero 
al sindicato, siempre y cuando —como lo expresa la Sección 
302 c) (4)— cada obrero suscriba una autorización irrevoca­
ble por escrito permitiendo esa deducción; autorización que 
permanece en vigor por el mismo término de un año que se 
asigna al contrato colectivo. “Esta regla es una de las que en 
la ley más afectan al sindicalismo; porque priva a los sindi­
catos del cobro de cuotas, en razón de que las autorizaciones 
escritas no son fáciles de obtener en ausencia de un convenio 
de taller sindicalizado; porque, a menos que el sindicato ten­
ga un convenio de tal género, carece de presión económica 
real sobre los obreros para que firmen tales autorizaciones o 
para que aquéllos efectúen el pago de las cuotas. Y sin re­
servas financieras adecuadas, el sindicalismo no puede esperar 
que permanecerá significando un factor en el escenario in­
dustrial”.

El sindicato tiene el derecho de hacer provisión de fon­
dos en fideicomiso para sus afiliados, y para solicitar contri­
bución del patrón. La Sección 302 c) (5) estipula que ta­
les fondos en fideicomiso deberán guardarse para beneficio 
de los trabajadores contribuyentes, sus familias y dependien­
tes económicos. Los pagos que se efectúen, derivados del ca­
pital o de los réditos de tales fondos, deberán ser para aten­
ción médica u hospitalización, pensiones de retiro o muerte; 
compensación por accidentes o enfermedades profesionales, 
beneficios de desempleo, seguro de vida, seguro contra acci­
dente o incapacidad, seguro de salud o de vejez. Los fondos 
pueden no estar administrados por el sindicato exclusivamen­
te, sino que de ello se encargue una comisión que represen­
te igualmente a patrones y obreros, pero presidida por de­
terminados miembros neutrales que colaboren en la adminis­
tración. El administrador, que por lo general es uno o un 
grupo de miembros neutrales, debe desarrollar un plan de­
tallado para el pago de los beneficios, una auditoría anual y 
la inversión cuidadosa de los dineros contribuidos. Aquellos 
fondos en fideicomiso que se crearon y organizaron para 
cualquiera función de servicio social antes de la aprobación 
de la ley vigente, en junio de 1947, no están afectados por
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los reglamentos de administración de la ley si estaban ya or­
ganizados y en funcionamiento antes del l 1? de enero de 1946, 
o por los reglamentos relacionados con los objetivos para los 
cuales los fondos en fideicomiso puedan ser utilizados, si ya 
funcionaban las organizaciones respectivas antes del 1? de 
enero de 1947. Esto ilustra con claridad el primordial pro­
pósito que se tuvo en cuenta al redactar el inciso en referen­
cia: “La enmienda se basa en la teoría de que a los líderes 
sindicales no se les debe permitir, sin el respectivo conoci­
miento de los obreros, que empleen fondos pagados por las 
empresas en consideración de servicios de los propios obre­
ros a la tesorería del sindicato o a funcionarios del mismo, 
excepto cuando se utilice el procedimiento de una contabi­
lidad estricta para dichos fondos” .

De esa manera, el representante negociador, una vez que 
ha sido escogido por los trabajadores de acuerdo con las es­
tipulaciones y condiciones establecidas por la ley, se convier­
te en el agente exclusivo de los trabajadores de la unidad 
de que se trate. Sus derechos y autoridad quedan definidos, 
y los límites a la mayoría de aquéllos quedan asimismo fija­
dos. El representante negociador es el agente no el amo de 
los trabajadores, y para ello, sus derechos y autoridad así co­
mo sus obligaciones y responsabilidades, le son expresamente 
designadas.

D

La vigencia de la autoridad y los derechos del agente ne­
gociador.

Los derechos y actividad del agente negociador quedan 
asegurados por el período de un año después de efectuada 
la certificación. Si durante ese tiempo no se registra proble­
ma alguno relacionado con la representación sindical, el sin­
dicato puede continuar ejerciendo sus derechos, aun aquellos 
que se refieren a convenios de taller sindicalizado o similares.
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Pero si un número importante de trabajadores no están sa­
tisfechos con la actuación de su representante negociador, 
pueden solicitar a fin de año que se anule la certificación 
de dicho agente y que se certifiquen a un nuevo sindicato 
o a un grupo no sindicalizado.

La ley permite literalmente a cualquier individuo, gru­
po de individuos o trabajadores u organización de trabaja­
dores que actúa en nombre de los trabajadores, solicitar a 
fin del año la anulación de una certificación; sin embargo, 
y de acuerdo con el reglamento de la Junta, la investigación 
y la audiencia que se llevan a cabo después de recibirse la 
correspondiente solicitud, deben indicar que es un número 
considerable de trabajadores el que desea dicha anulación, 
antes de que se lleve a efecto una elección sobre el particu­
lar. Si la Junta encuentra en la investigación y audiencia que 
el número suficiente existe, deberá ordenar que se proceda 
a una elección por medio de sufragio secreto de todos los 
trabajadores, siguiendo en ello el mismo procedimiento que 
se indicó en relación con el establecido para efectuar la cer­
tificación. Una vez que se comprueba que la mayoría de los 
trabajadores vota a favor de la anulación, la Junta deberá 
expedir una orden que termine con los derechos de repre­
sentación del sindicato perdidoso. Después se acomete el pro­
cedimiento para designar la representación, seleccionar un 
nuevo agente negociador o para declarar no sindicalizada por 
el próximo período de doce meses a la planta de que se trate.

Bajo la anterior Ley Wagner no se legisló en materia 
de nulificación de la certificación. La Junta podía considerar 
solicitudes conteniendo la validez de la certificación de un 
agente en funciones sólo en el caso de que se le presentara 
simultáneamente un candidato que supliera al denunciado 
como escogido por la mayoría de los trabajadores, y las so­
licitudes que sólo contuvieron la denuncia del representante 
no se tomaban en consideración.

La nueva regla no permite al patrón que solicite la nu­
lidad de una certificación; lo que indica que la única razón 
por la cual se estableció aquélla, fue la de permitir a los
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trabajadores que demostraran su desaprobación con el agen­
te negociador en funciones, aun cuando no desearen designar 
nuevo agente. El límite de un año fijado para la duración 
de una certificación asegura la estabilidad de las relaciones 
industriales por el año; en tanto que el procedimiento de 
nulificación protege a los trabajadores en contra de la posi­
bilidad de perder el control sobre su representante negociador.
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CAPITULO III

Las negociaciones colectivas como sistema teórico, repre­
sentan las que se entablan entre el patrón y el representante 
de los trabajadores, en tiempo razonable y de buena fe, res­
pecto a jornales, horas de labor y otros términos y condicio­
nes del trabajo. Como procedimiento práctico, implican la 
aplicación, de una parte sobre la otra, de toda la presión 
económica de que puedan dispoper, a fin de que los respec­
tivos programas que las partes defienden se promuevan y 
adopten. Determinadas presiones de carácter económico, re­
presentan claramente la utilización de derechos y autoridad 
legítimos; otros parecen injustos, en cuanto que colocan a la 
parte contraria en posición que le impide regatear libremen­
te y defender sus intereses.

La legislación federal de los Estados Unidos ha tratado 
de proscribir tales presiones injustas, ya que creyó el Con­
greso que, de continuarse empleando, ponían en peligro y 
socavarían el sistema de negociaciones colectivas. La primiti­
va Ley Wagner, elaborada en la época en que el sindicalismo 
era expulsado, rechazó en toda ocasión determinados actos de 
los patrones; la Ley Taft-Hartely encontró abusos de sus de­
rechos y autoridad por parte de los sindicatos y, por tanto, 
intenta restringir el uso de diversos actos sindicales, a la vez 
que apoya determinadas protecciones sindicales en contra de 
actos de evidente injusticia por parte de los patrones. La in­
tención básica de esta legislación, es la de equilibrar los de­
rechos y autoridad de las partes en la mesa de regateo a fin
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de facilitar con ello la solución pacífica de las disputas in­
dustriales .

La Ley inicial Wagner y la Ley Taft-Hartley prohibie­
ron a los patrones que intervinieran, restringieran o coaccio­
naran a sus trabajadose en los derechos de éstos para su orga­
nización autónoma. El objeto de esta disposición, así como 
la que se refiere a que los sindicatos coaccionen, intervergan 
o restrijan, es la de proteger a los trabajadores para que pue­
dan tomar libremente una decisión respecto de afiliarse a una 
organización de trabajo o abstenerse de ello. La NRLB ha 
actuado con todo celo en la protección de este derecho del 
trabajador en contra de la intrusión patronal. Durante sus 
doce años de vigilar esta medida, la Junta ha estimado que 
es violada por: 1) empleo y utilización de espías profesiona­
les o empleados pagados o remunerados especialmente con el 
fin de que el patrón pueda estar constantemente informado 
en relación con las actividades sindicales de sus trabajadores; 
2) intento de sobornar a los trabajadores o a sus líderes sin­
dicales con vistas a formar la clase de organización laboral 
que el patrón desee; 3) publicación de hojas sueltas, letreros, 
anuncios, declaraciones o avisos periodísticos en los que se 
anuncien represalias en contra del sindicalismo, los sindica­
listas o algún sindicato determinado; o bien la política de 
un patrón que amenaza o incita a la violencia en contra 
del sindicalismo, un sindicato determinado o de los trabaja­
dores sindicalizados, siempre y cuando “la expresión de cua­
lesquiera puntes de vista, argumentos u opiniones y la dise­
minación de los mismos, ya sea en forma escrita, impresa, 
gráfica o de cualquier modo objetivo, no constituirán ni se­
rán consideradas como prueba” de tales procedimientos, a 
menos que dichas expresiones contengan amenazas o sean dis­
tribuidas en un medio ambiente que implique amenaza; 4) 
amenazar con despido a trabajadores sindicalizados, o con 
incomodidades, o por medio de listas negras, amenaza de 
desahucio de habitaciones propiedad de la empresa, retención 
de créditos en tiendas propiedad de la compañía, cierre de 
plantas, rehusamiento a acordar promociones para traba jado-

52



res sindicalizados, o amenazar con despido a trabajadores li­
bres; 5) utilizar esquiroles o rompe-huelgas para que sabo­
teen las actividades sindicales; 6) intención de forzar a tra­
bajadores a que suscriban contratos individuales de trabajo, 
con lo cual a cada obrero se le “persuade” de que no se afi­
lie a un sindicato; y 7) cualesquiera otras prácticas similares 
que los patrones emplearen.

Paralela a esta disposición queda la de proscripción pro­
mulgada dentro de la Ley Taft-Hartley, cuando se establece 
que un sindicato no deberá permitir ni ejercer actos de coer­
ción contra cualquier trabajador con miras a que éste se 
afilie a cualquiera organización de trabajo. Esta medida pro­
híbe a los sindicatos que amenacen a cualquier trabajador, 
a sus familiares o amigos con hacerlos objeto de violencia fí­
sica, con el ostracismo social, desventajas económicas en su 
trabajo o fuera de él; o durante una huelga o campaña de 
organización. La ley trata de colocar al trabajador en un me­
dio ambiente en el que con toda libertad pueda decidir acer­
ca de afiliarse o no a un sindicato. Aun cuando la ley trata 
de limitar las prácticas de coerción por parte de los sindica­
tos, permite a éstos la misma libertad que concede a los pa­
trones para expresar puntos de vista y promover su causa en 
lorma estricta, enérgica ú objetiva, siempre y cuando los pa­
trones no queden sujetos a presiones injustas por medio de 
amenazas implícitas o expresas.

En segundo lugar, la N LRA y la presente ley prohíben 
la intervención de los patrones en la formación y adminis­
tración de cualquiera organización de trabajo por medio de 
apoyo financiero o de otra índole. Así como la ley prote­
ge a los trabajadores para que con toda autonomía se orga­
nicen, los protege asimismo en la selección y forma de orga­
nización que deseen. Las actividades que tienen necesaria­
mente el efecto de inclusión sobre este derecho son múltiples. 
Cada acción patronal debe apreciarse separadamente e inter­
pretarse de acuerdo con el medio ambiente, pero cualquier 
tendencia que indique algún grado de intervención patronal 
o de dominio, es objetable. La NLRB ha indicado que las
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siguientes actividades, a menos que sean satisfactoria y com­
pletamente explicada, entrañan violaciones patronales: a) in­
citación activa de miembros del sindicato a favor de cualquier 
patrón, funcionarios de la compañía o empleados superinten­
dentes; b) carencia de tiempo o de oportunidad suficientes 
para que los trabajadores se familiaricen con cualquier or­
ganización de trabajo determinada, antes de decidir sobre su 
aceptabilidad; c) la detracción, por cualquier funcionario res­
ponsable o empleado de superintendencia, de alguna organi­
zación rival que trate de organizar a trabajadores ya afilia­
dos en algún sindicato; d) aunar los beneficios sociales del 
patrón con cualquier plan similar del sindicato; e) anticipo 
de fondos por la empresa o por cualquiera de sus agentes res­
ponsables para costear los gastos del sindicato; f) ayuda del 
patrón en la publicación y propaganda de campañas sindica­
les de cualquier sindicato determinado; g) amenazas de coer­
ción o  de despido en contra de cualquier trabajador que 
rehúse afiliarse a determinada organización de trabajo, a me­
nos que la Junta le haya certificado privilegios de contrato 
de sindicato único y representación única, sin cláusula de ex­
clusión o similares; y h) cualesquiera otros actos que indi­
quen control patronal sobre la política y actividades del sin­
dicato .

No puede elaborarse una lista que abarque todos los 
ejemplos; pero es suficiente comprender el propósito de la 
proscripción y la razón de su promulgación.

Igual que la proscripción que antecede, la disposición 
que por primera vez se dio como ley en 1947, estipula que 
ningún sindicato puede intentar imponer a cualquier patrón 
la selección de sus representantes negociadores o de sus ne­
gociadores regulares en materia sindical. Esta estipulación 
trata de otorgar a la gerencia de la empresa igual libertad de 
acción en cuanto a determinada política laboral, que la ley 
concede a los sindicatos.

En tercer lugar, el patrón no debe discriminar al traba­
jador en relación con su empleo u ocupación, como medio 
de animar o desalentar afiliaciones a determinada organiza­
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ción de trabajo. Esta prohibición representa el corolario a la 
primeramente mencionada práctica injusta de trabajo; es una 
expresión más concreta del derecho de los obreros para esco­
ger libremente entre afiliarse o no a una organización de 
trabajadores. No puede el patrón hacer del derecho de afi­
liación a determinado sindicato una condición del empleo, 
ni puede requerir de sus empleados que rehúsen afiliarse; so­
lamente en caso de que por convenio legal tenga obligacio­
nes para con los talleres sindicalizados, podrá requerir la in­
corporación al sindicato como condición para la conserva­
ción del empleo. No puede negarse a contratar a un traba­
jador exponiendo como razón principal sus actividades sin­
dicalistas; no puede despedir a un obrero porque tenga ten­
dencias prosindicales o haga manifestaciones de ellas. Pero, 
de igual manera, tampoco puede el patrón despedir al obre­
ro cuyo trabajo sea satisfactorio, en razón de actividades an­
tisindicalistas, a menos que tal acto resulte contrario a los 
derechos del agente negociador, según se definan éstos en la 
certificación de la Junta y en el respectivo convenio de taller 
sindicalizado. La libertad de conservar sus puntos de vista per­
sonales en relación con el sindicalismo, por tanto, queda pro­
tegida por medio de esta disposición. La Junta, al sostener 
sus obligaciones legales, tiene que revisar todo antecedente de 
los trabajadores que aseveren haber sufrido discriminación 
por sus actividades pro o antisindicalistas. La causa aportada 
por el patrón ya sea de ineficacia, insubordinación, pereza o 
alguna otra aparentemente buena para la parte patronal, se­
rá considerada a la luz del registro del trabajo del obrero 
y de otros factores pertinentes, a fin de determinar si ello 
representa la razón real o simulada del despido.

Paralelo a este ordenamiento está el que se ha converti­
do en ley por vez primera en la Ley Taft-Hartley, que pro­
híbe a un sindicato discriminar contra un obrero porque actúe 
•en un medio antisindicalista o porque esté afiliado a otro sin­
dicato de trabajadores. La estipulación aludida y el informe 

.del Comité Laboral del Congreso nada dicen respecto del 
.alcance de tal restricción, y la única guía legal es la que in­
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dica que ningún sindicato puede, si tiene privilegios de con­
trato de sindicato único y representación única, sin cláusula 
de exclusión o parecidos solicitar el despido de un obrero 
si no es sobre las bases siguientes: 1) por no pagar cuotas 
razonables no discriminatorias, tanto de iniciación como las 
subsecuentes que regularmente se requieren como condición 
para adquirir y conservar la afiliación del sindicato, y pro­
veer idénticos derechos e iguales condiciones en los términos 
que se estipulan para los demás miembros del sindicato; y 
2) actividad contraria a los derechos del representante desig­
nado en el convenio del sindicato único y representación úni­
ca, sin cláusula de exclusión. La Junta debe determinar por 
fallo cuáles reglamentos y reglas sindicales pueden constituir 
la discriminación. El alcance de la Junta para proteger los 
derechos de “obreros individuales” en contra de la presión 
sindical, es asunto de conjetura. Podría decirse que la pre­
sión económica de parte de un sindicato o restrcciones socia­
les en contra de un obrero recalcitrante, caerían dentro de la 
esfera de la sección aludida.

Otras actividades por parte de los empresarios, tales co­
mo discriminación en contra de los obreros por rendir tes­
timonio legal en contra del patrón ante la Junta o ante cual­
quiera de sus funcionarios designados, asi como rehusar la 
negociación colectiva, están prohibidas. Los sindicatos no pue­
den oponerse a negociar colectivamente o acometer actividades 
apodadas featherbedding ya que esos actos resultan inconsis­
tentes con los fines legítimos de la negociación.

Queda todavía una serie adicional de actos prohibidos 
que requiere mención especial y que tienen relación con huel­
gas y boycoteos. Lo original de tales estipulaciones requiere 
un análisis más detallado y extenso, un estudio de mayor hon­
dura que el que se haga de las otras prohibiciones, porque 
ello significa que por primera vez en la historia legislativa del 
Congreso Federal, una ley ha sido específicamente elaborada 
con vistas a limitar esa forma de actividad sindical.

La huelga en los Estados Unidos representa el acuerdo 
tomado por un grupo o cuerpo de trabajadores para aban­
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donar el trabajo con vistas a la interrupción de las opera­
ciones con objeto de forzar la aceptación de determinadas de­
mandas que hubieren hecho a un patrón.

La huelga puede dirigirse en contra de un empresario 
contra quien el sindicato tenga una disputa primordial; pero 
puede tener un carácter secundario de apoyo a otro sindi­
cato, como medio de cooperar con agrupaciones similares en 
disputa contra sus respectivos patrones mediante la presión 
económica.

El boycoteo lo utilizan los trabajadores como medio de 
presión económica en contra de su patrón, por medio de un 
rechazo convenido dentro de sus respectivas labores para no 
utilizar, manufacturar, transformar, transportar o de cual­
quiera otra forma manejar o elaborar cualesquiera produc­
tos, artículos, materiales, ya sean de comercio o de consumo, 
o a desempeñar clase alguna de servicios. Puede el boycoteo 
asumir caracteres primarios o secundarios. Una definición ge­
neralizada en relación con lo que representa el boycoteo pri­
mario nunca ha sido aceptado, por no coincidir en ello to­
dos los tribunales en los Estados Unidos. Sin embargo, la Su­
prema Corte de los Estados Unidos ha rendido opinión en 
el sentido de que el boycoteo primario existe cuando los tra­
bajadores de cualquier empresario, dentro del curso de una 
disputa de trabajo, se rehúsan a usar los productos de tal 
empresario e incitan al público en general para que también 
se exima de hacerlo. El boycoteo secundario ha sido también 
expresado en diversos criterios jurídicos: la Corte Supre­
ma ele los Estados Unidos lo ha definido como el medio de 
obligar a los clientes existentes o en perspectiva de un em­
presario dado a que cesen de usar los productos del patrón 
con quien los asalariados tienen problemas de trabajo, a 
la vez que amenazan al cliente con otro boycoteo de pa­
trocinio (patronage boycott) rehusándose a adquirir los ar­
tículos, mercancías y materiales del cliente, a menos que éste 
deje de comerciar con el empresario en referencia, o con un 
boycoteo de trabajo (work boycott) por el que inducen a los 
trabajadores del cliente para que se nieguen a trabajar en
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cualquiera de los artículos manufacturados por el patrón que 
es parte de la disputa de trabajo. Estas definiciones de boy­
coteo primario y secundario deben aplicarse a la legislación 
aquí mencionada, en virtud de que las tesis jurídicas de ca­
rácter federal afectan a la legislación federal.

El procedimiento huelguístico en los Estados Unidos in­
cluye, por regla general, una declaración de la existencia de 
una disputa por el sindicato de trabajadores y el llamamien­
to a todos sus miembros para que abandonen sus ocupacio­
nes. No fuerza ipso facto al empresario a cerrar su planta o 
negocio; puede continuar operando con los trabajadores 
que decidan volver a sus puestos y con cualesquiera otros em­
pleados que pueda contratar en reposición de los huelguistas. 
Estos, entonces, permanecen alejados del trabajo, en tanto 
que sus representantes buscan un acuerdo con el empresario. 
Usualmente forman piquetes (pichet Une) alrededor de las 
plantas o establecimiento mercantiles de que se trate, a fin 
de anunciar el hecho de que existe una disputa de trabajo e 
incitar a otros trabajadores sindicalizados y al público en ge­
neral a que rechacen los productos y la planta del empresa­
rio afectado, mientras dure la disputa, como un medio de co­
acción económica adicional sobre el patrón; con el objeto de 
forzarlo a un arreglo satisfactorio de las demandas de los tra­
bajadores.

Por regla general, tanto las huelgas como los boycoteos se 
consideran legales £n los Estados Unidos. Bajo la Ley Taft- 
Hartley, tales armas pueden utilizarse legítimamente, excep­
to en aquellas situaciones enumeradas especííicamente en la 
ley. El derecho de emplear procedimientos usuales de huel­
ga está expresamente afirmado en la fracción 8 (b) (4) de la 
Sección 101, en la que se establece que los piquetes de v ig i­
lancia y propaganda de los obreros, apostados alrededor de 
un planta o negocio del patrón, con el objeto de anunciar 
una disputa de trabajo —siempre que tal controversia no cons­
tituya alguna de las prohibidas por la propia ley— deben ser 
respetados por toda persona, sea ésta empleada del patrón o 
de cualesquiera otros; lo que significa que a nadie se cali­
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fica de esquirol por intentar regresar al trabajo o poner en 
peligro el boycoteo proclamado, entregar al patrón afectado 
cualquiera clase de artículos, mercancías o materiales, o por 
prestar servicios al empresario boicoteado durante el desarro­
llo del conflicto.

Los sistemas anteriormente utilizados, tanto en las huel­
gas como en los boycotcos, fueron limitados porque el Con­
greso opinó que su continuación ponía en peligro el procedi­
miento de las negociaciones colectivas. El patrón necesita de­
terminada protección para no verse colocado, respecto de la 
ley, en situación equívoca relacionada con sus derechos y obli­
gaciones; pero la protección acordada al empresario ha ser­
vido de tópico a muy amplio debate. Dé ahí que en el pre­
sente estudio no se intentará condenar o justificar las dispo­
siciones en referencia y sólo se presentarán éstas a fin dé que 
el lector llegue a sus propias conclusiones, en vista del pro­
pósito del Poder Legislativo de los Estados Unidos.

Las caus'as por las cuales tanto las huelgas como los boy­
cotcos se convierten en ilegales, caen dentro de cuatro grupos 
principales: a) coacción económica en la que los sindicatos 
de trabajadores rebasen los límites legítimos de sus activida­
des; b) huelgas o boycoteas declarados antes del reconocimien­
to de un agente negociador; c) huelgas y boycoteos que se lle­
ven a cabo después de que un agente negociador ha sido cer­
tificado; y d) huelgas y boycoteos que tengan su origen en 
disputas de carácter jurisdiccional.

A

La fracción S fb) (4) de la Sección 101 de la Ley Taft- 
Ilariley establece que constituye una práctica injusta de tra­
bajo —ya sea por parte de una organización de trabajadores o 
por la de alguno de sus agentes debidamente autorizados— el 
acometer, inducir o alentar huelgas o boycoteos con objeto de 
“a) forzar o requerir a cualquiera persona-patrón o auto-em­
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pleado a que se afilie a cualquiera organización obrera o pa­
tronal, o b) hacer que cualquier empresario u otra persona 
cese de usar, vender, manejar, transportar o en cualquiera otra 
forma afecte los productos de cualquier otro industrial trans­
formador o manufacturero, o que deje de hacer negocio con 
cualquiera otra persona”. Son cinco, por lo menos, las muy 
importantes y concretas situaciones dentro de las cuales los 
sindicatos de trabajadores no podrán ya utilizar tales coaccio­
nes económicas para derivar ventajas de sus patrones:

7) A es el propietario de un pequeño negocio y puede, 
ocasionalmente, contratar un trabajador; pero en esencia, él 
es su propio gerente y obrero. Con miras a aumentar el nú­
mero de sus afiliados, o de forzar a aquella persona auto-em­
pleada a que contrate un ayudante permanente, el sindicato 
demanda de la persona auto-empleada que se afilie a su orga­
nización y observe las horas sindicales de trabajo, tarifas de 
jornales y demás términos y condiciones. Bajo la disposición 
en referencia dicha persona auto-empleada puede no sólo re­
husarse a acceder a las demandas del sindicato, sino que se en­
cuentra ella misma protegida en contra de cualquier represa­
lia sindical, ya sea ésta huelga o boycoteo. Por tanto, esta me­
dida legal tiende al fomento de pequeños errfpresarios en el 
desarrollo de sus propios negocios bajo términos y condicio­
nes que deseen.

2) El empresario A ha suscrito un contrato colectivo con 
el sindicato B, contrato que el empresario C opina que no es 
el adecuado para sus intereses particulares. El sindicato B 
desea que los derechos y protecciones que mediante el contra­
to en referencia tienen los trabajadores de A, se hagan exten­
sivos a los obreros en el establecimiento comercial de C. Ba­
jo la presente ley, C y B quedan en libertad para negociar 
sobre el particular; pero también a C se le concede libertad 
para decidir por sí mismo si desea suscribir tales condiciones 
contractuales o no, sin que por ello se exponga a una huelga 
o a un boycoteo. Que B puede declarar huelga y boycoteo si
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las negociaciones fracasan, es claro; pero B si ya tiene suscrito 
un contrato colectivo con C, no puede declarar la huelga so­
lamente con el objeto de forzar a C para que adopte un con­
venio similar al de A. Esta disposición tiene por objeto pro­
mover el procedimiento de negociación colectiva, sin com­
prender la situación económica del empresario C, en razón de 
que el propio C tiene el derecho de negociar sobre las bases 
que presente la propia situación de su negocio.

3) Diversos componentes de la industria A han suscrito 
un convenio comercial con el sindicato B, distribuyendo las 
labores, fijando normas de trabajo y estableciendo restriccio­
nes en las labores. El empresario C, a quien no agradan tales 
arreglos, rechaza la demanda del sindicato B para que firme 
tal convenio. Al sindicato se le permite autoridad para nego­
ciar con el empresario C; pero aquél no puede forzar a C a 
aue suscriba el contrato bajo amenaza de huelga o boycoteo. 
Tal estipulación de la ley tiende a proscribir actos sindicales 
que pretendan restringir una rama o el comercio a todos los 
que no empleen determinada técnica, o sólo señalados traba­
jadores, igual que leyes anti-monopolistas17 vigentes prohíben a 
otros empresarios el intento de ejercer coacción sobre C, para 
que éste tenga que aceptar, al hacer sus negocios, las reglas 
o normas de otros empresarios.

4) El empresario A en una disputa de trabajo con el sin­
dicato B ha estado particularmente obstinado y rehúsa acce­
der a las demandas del sindicato. En un esfuerzo para lograr 
que A capitule, aun en contra de sus propios intereses, B ha­
bla a C —uno de los más importantes clientes de A— y deman­
da que C deje de usar en lo sucesivo los productos de A du­
rante el tiempo que se prolongue la controversia, bajo amena­
za de huelga por solidaridad con los obreros de C, o de ami­
norar la producción, o de boycoteo de la clientela. Esta es una 
de las formas de presión económica más comúnmente utiliza­
das, que aplican los sindicatos en contra de los empresarios 
con los cuales tienen conflicto; tienden a movilizar a los con­
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sumidores de los productos de sus patrones en contra de és­
tos, para forzarlos a una decisión favorable.

Bajo la Ley Taft-Hartley la esfera de acción de un con­
flicto de trabajo se constriñe a las partes propiamente tales 
en disputa y, por ello, se prohíbe a los sindicatos de trabaja­
dores que apliquen o traten de aplicar coacción sobre cuales­
quiera consumidores de un empresario, con objeto de lograr 
sus finalidades en la disputa laboral. El que la limitación en 
referencia sobre los actos de un sindicato de trabajadores co­
rresponda a una sabia política, constituye asunto de aguda 
controversia; muchos diputados lo dudaron expresando que 
desde el momento que conforme a las leyes de los Estados Uni­
dos se permite al empresario que continúe sus operaciones con 
cualquier personal que tenga a mano durante un conflicto 
laboral o una huelga, las actividades de los sindicatos de tra­
bajo no deberían limitarse durante el término de la contro­
versia para presionar directamente al patrón. Y decididamen­
te esta disposición presta con amplia protección al empre­
sario y mejora su situación al enfrentarse al sindicato de tra­
bajadores.

5) Los miembros del sindicato A tienen efectuado —im­
plícita o explícitamente— un convenio, en cumplimiento del 
cual y en el desempeño de sus labores, se rehúsan a manejar 
cualesquiera productos que no sean manufacturados o trans­
formados por miembros de su propio sindicato u otro afilia­
do. El propósito de tal requisito es tanto el de fortalecer su 
sindicato al contar dentro de sus filas con todos los trabajadores 
literalmente ocupados en la preparación, manufactura, trans­
formación y utilización del producto dado, cuanto el de ase­
gurar trabajo para todos los miembros del sindicato. Bajo la 
prohibición contenida en esta sección tal práctica queda pros­
crita, al igual que todas las amenazas de huelga o boycoteo 
que tengan la finalidad expresada.

No existe la más ligera duda de que esta sección restrin­
ge grandemente el campo de acción de actividades legítimas 
que los sindicatos pueden emprender en beneficio de sus agre­
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miados. La presión económica por parte del empresario, aun 
cuando incluya acción conjunta por alguna asociación de co­
mercio; el hecho de poder elaborar “listas negras” de trabaja­
dores a quienes el patrón considere “agitadores” y acciones 
semejantes, no han sido tan severamente restringidas como 
los actos comparables de parte de los sindicatos. Si estas pro­
hibiciones coartan indebidamente las actividades sindicales, 
sólo el tiempo podrá decirlo; y si se requiere acción legislati­
va adicional para compensar a los trabajadores por la pér­
dida de estas armas, sólo la experiencia y la práctica podrán 
revelarlo. Y si, de hecho, la proscripción —en cada una de las 
cinco situaciones analizadas y en muchas otras de acciones pa­
recidas— promueve la paz industrial y las negociaciones colec­
tivas entre partes más o menos colocadas en igualdad de con­
diciones, será la prueba final por la cual el Congreso deberá 
juzgar el espíritu de la ley aludida.

La NLRB debe examinar cada situación de hecho, a fin 
de determinar si esta sección ha sido violada cuando un em­
presario presenta queja. Todavía no existe jurisprudencia que 
pueda servir como guía para ahondar en este estudio. Den­
tro de los términos de esta sección, la ley impone penas pre­
cisas a los sindicatos, y éstas pueden hacerse efectivas por la 
Junta mediante órdenes judiciales, o forzadas per la parte 
afectada en el caso de daños y perjuicios.

La fracción 10 (1) de la Sección 101 de la ley Taft-Har- 
tley hace obligatorio para la Junta que solicite orden judicial 
en las situaciones que se han descrito antes. Cuando la Junta 
recibe una queja de que el sindicato ha violado esta disposi­
ción, debe conceder prioridad a la investigación del cargo, 
antes de actuar en todos los demás casos, a excepción de 
cargos sobre idénticas bases que se hubieren presentado con 
anterioridad. Si de tal investigación se desprende que el car­
go es real y que debe originar una queja, la Junta puede so­
licitar de cualquier juzgado de distrito de los Estados Unidos, 
tribunal federal de jurisdicción original con competencia, la 
expedición de la orden en forma. Los tribunales con au­
toridad para conocer de tales casos son: a) aquéllos ubi­
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cados en el distrito en el cual la organización laboral deman­
dada tenga sus oficinas principales; o b) aquéllos ubicados 
en cualquier distrito en el que el sindicato demandado ten­
ga agentes debidamente autorizados o funcionarios encargados 
de promover o proteger los intereses de sus miembros asocia­
dos.

El tribunal está autorizado para expedir una orden ju ­
dicial requiriendo al sindicato acusado para que emprenda 
acción positiva y remedie la situación, o para que se absten­
ga de ejecutar el o los actos prohibidos. El alcance de la res­
tricción que el tribunal, de acuerdo con la fracción 10 (1), 
tiene autoridad para expedir, es “la que represente una sus­
pensión temporal o de orden permanente, como lo crea justo 
y apropiado”. De allí que el tribunal tenga atribuciones para 
dictar restricciones de carácter temporal o permanente; mas 
se le niega el derecho de expedir una u otra, a menos que 
se corra traslado del cargo al sindicato acusado, a través de 
algún funcionario o agente del mismo, siempre y cuando no 
se alegue y demuestre que existe un peligro real e irreparable 
para la parte quejosa que puede evitarse por medio de una 
restricción inmediata, en cuyo caso el tribunal, discrecional­
mente, expide una orden restrictiva temporal que “será efec­
tiva por no más de cinco días”, durante cuyo término se de­
be correr traslado al sindicato y preparar una audiencia for­
mal. En todo caso —a excepción de la orden restrictiva por 
cinco días— se da oportunidad a las partes afectadas de com­
parecer por medio de asesor jurídico y presentar cualquiera 
evidencia pertinente, antes de que expida una orden restric­
tiva.

La sección 303 de la Ley Taft-Hartley impone a los sin­
dicatos responsabilidad de daños por emprender, intentar o fo­
mentar huelgas y boycoteos proscritos por la ley. La pena eco­
nómica puede hacerse efectiva sólo en el tribunal federal que 
tenga jurisdicción sobre el sindicato; jurisdicción que es la 
misma en este caso que en el relacionado con las órdenes 
judiciales. La reparación por daños es independiente de cual­
quier orden y va en beneficio de las personas agraviadas. Per­
sonas particulares no pueden solicitar órdenes, solamente la
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Junta; en cambio, la Junta no puede pedir la reparación por 
daños para personas particulares, sino solamente las personas 
individualmente agraviadas. Nnigún otro daño por tales ac­
tos sindicales puede ser reparado bajo ley federal alguna, ya 
que esos actos se ponen al margen de la ley “'solamente en 
lo que a la presente sección concierne’’. Los daños que pue­
den repararse incluyen los que se sufran, junto con las costas 
del pleito. El sindicato vencido legalmente deberá pagar los 
daños del fondo sindical común; en tanto que los fondos 
pertenecientes a miembros individuales del sindicato no po­
drán tocarse.

Los que pueden promover acción legal bajo la sección 303, 
incluyen a todas las personas que resientan perjuicios en sus 
negocios o propiedades.como resultado de los actos proscritos. 
Un número infinito de personas pueden quedar incluidas: 
aquéllas en contra de las que se dirige o intenta la huelga o 
el boycoteo, sus clientes, y otras que tengan en trato negocios 
con la persona primordialmente afectada. Debe hacerse notar 
que la interpretación judicial demarcará ciertos límites a la 
responsabilidad sindical; límites que hasta el presente mo­
mento no son discernibles, pero que indudablemente más tar­
de serán fundados en las relaciones de la parte actora con la 
persona primordialmente afectada.

B

La fracción 8 (b) (4) (B) de la sección 101 establece
que constituye una práctica injusta de los sindicatos empren­
der, inducir, o fomentar una huelga o boycoteo con el objeto 
de “forzar a requerir a cualquier otro patrón a que reconoz­
ca o entre en negociaciones con una organización de trabajo 
distinta a la de sus propios obreros, a menos que tal organi­
zación de trabajadores haya sido reconocida como la represen­
tante de sus propios obreros de conformidad con lo que esti­
pula la sección 9”.
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Esta sección es distinta a la que se ha analizado previa­
mente, en cuanto a que los actos que prohíbe son aquéllos 
dirigidos en contra de “cualquier otro patrón’’, excepto el 
que tenga el conflicto o la representación mediante la certi­
ficación de la Junta, y, por tanto, extiende el alcance de ac­
tos ilegales a las huelgas por solidaridad y boycoteo secunda­
rios, conducidos o intentados con el objeto de forzar a un pa­
trón a través de coacción económica empleada por otro pa­
trón, a reconocer a un sindicato como agente negociador en 
la disputa, previa la certificación de la Junta. El claro texto 
de esta sección señala la intención del Congreso, o sea la de 
confirmar las controversias de representación a las partes con­
tendientes en la disputa, y al hacerlo así, coaccionar a las par­
tes a que utilicen el vehículo pacífico que presta la ley para 
solucionar tales conflictos. Sin duda alguna opinó el Congreso 
que las controversias sobre representación deberían confinarse 
exclusivamente al patrón y sus trabajadores, sin que concier­
nan a otros patrones o miembros de sindicatos que laboren 
en otras plantas.

Hay que subrayar el hecho de que la sección no intenta 
convertir las huelgas o boycoteos primarios en actos ilega­
les cuando son encauzados por el sindicato reclamante en 
contra del patrón en conflicto, si ningún sindicato ha recibido 
certificación de la Junta. Esto permite que el sindicato utilice 
sus armas económicas primarias para forzar al empresario, ya 
sea a que lo reconozca o a que solicite la intervención de la 
Junta.

El Congreso ha hecho implícitamente cierto por medio 
de esta sección y explícitamente claro por sus informes, que 
“huelgas y boycoteos de todas clases para reconocimiento no 
son ilegales, si el sindicato ha sido “certificado” como el re­
presentante negociador exclusivo”. Esta confirmación de de­
rechos sindicales solamente afirma los procedimientos de cer­
tificación de la Junta y pone énfasis a la importancia de la 
solución pacífica de tales controversias.
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Las violaciones a esta sección dan origen a las mismas 
medidas de restricción y de daños civiles ya discutidos en la 
parte correspondiente del presente estudio, y no existen dife­
rencias de ningún género en el alcance o la aplicación de idén­
ticas medidas.

C

La fracción 8 (b) (4) (C) de la sección 101 establece 
que constituye una práctica injusta de trabajo el que un sin­
dicato declare, intente declarar o fomente una huelga o boy­
coteo con intenciones de “forzar o requerir de cualquier em­
presario que reconozca o entable negociaciones con determi­
nada organización de trabajo como representante de los obre­
ros, si otro sindicato de trabajadores ha sido reconocido me­
diante la certificación como representante de tales obreros, 
conforme lo estipula lo previsto en la fracción 9”.

Esta fracción prohibe las huelgas y boycoteos en desafío a 
la certificación de la Junta. Prohíbe las huelgas sindicales en 
contra del patrón, cuando éste hubiere sido requerido por la 
NLRB para negociar colectivamente con otro sindicato. Pro­
hibe boycoteos de trabajo o de clientela por sindicatos no “cer­
tificados” en contra de empresarios que tengan obligación de 
negociar con otro sindicato “certificado”. Esta fracción, pues, 
intenta proscribir una clase de guerra intersindical que en el 
pasado ha dejado a los patrones sin defensa. Bajo la anterior 
ley Wagner el sindicato podía amenazar a un patrón con san­
ciones si rehusaba negociar con sus representantes, aun cuan­
do estuviera obligado por la Junta a negociar con otro sin­
dicato. El empresario no podía negociar con el sindicato que 
se lo exigiera, sin violar sus obligaciones conforme a la ley; 
no podía desatenderse de sus demandas sin enfrentarse a po­
sibles desagradables consecuencias. Lo más que el patrón po­
día hacer, era elevar petición a la Junta a fin que se llevara a 
cabo una nueva elección para representación; pero no podía
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impedir cualquier posible acción de represalia. Con la ley ac­
tual no puede sometérsele a tales presiones en tanto que exis­
ta un representante negociador debidamente “certificado” y 
sin que se sujete al sindicato demandante al pago de daños 
por cualquier perjuicio que el patrón sufriere; pudiendo és­
te solicitar de la Junta que obtenga una orden judicial en 
contra de la continuación de tales prácticas. Estas responsa­
bilidades son idénticas en alcance a las analizadas en la sec­
ción A del presente capítulo.

D

El último motivo por el cual una huelga o boycoteo no 
pueden realizarse legalmente, proponerse, o inducir a ellos, es 
el que se refiere a las disputas jurisdiccionales. Estas contro­
versias se originan del desacuerdo entre dos o más sindicatos 
respecto a cuál de ellos debe considerarse el agente negocia­
dor para determinado segmento de una rama industrial, plan­
ta o grupo de trabajadores. La fracción 8 (b) (4) (D) esti­
pula que las huelgas o boycoteos se considerarán ilegales cuan­
do tengan por finalidad “forzar o requerir a cualquier pa­
trón para que asigne determinada labor a obreros en una or­
ganización de trabajo dada, o en alguna rama particular, ar­
tesanado o clase, a menos que tal empresario esté negándose 
a acatar una orden o certificación de la Junta en la que se 
determine que los obreros desempeñen tales labores”.

La disputa jurisdiccional nació por los intentos de líde­
res sindicales para extender las filas de su propio sindicato y 
el poder de éste. La dificultad encontrada al discernir quién 
debía organizar a tales o cuales trabajadores, condujo a la es- 
sición entre el C.I.O. y la A.F.L. en 1935 y, desde entonces, 
existió no solamente entre las dos organizaciones de trabaja­
dores norteamericanos (hasta antes de su fusión en 1955 en 
una sola organización, A.F.L.—C.I.O.), sino también dentro 
de sindicatos de trabajadores componentes de cada una de di­
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chas organizaciones. Como situaciones típicas de disputas ju ­
risdiccionales pueden citarse las siguientes:

1) El Sindicato A y el sindicato B reclaman ambos que 
deberían tener jurisdicción sobre todos o parte de los obreros 
en alguna unidad en que se negocia; el sindicato A represen­
ta parte de los trabajadores en la planta, en tanto que el sin­
dicato B representa al resto. Un caso claro para argüir acerca 
de qué clase de obreros quedan comprendidos dentro de la 
unidad negociadora de que se trate. 2) Una segunda situa­
ción bastante común, es aquélla que nace en donde una uni­
dad en la que se negocia incluye ciertas ramas de artesanado 
o clases de operarios que sindicatos en disputa afirman que 
deben pertenecer a otra unidad diferente o separada y no al 
conjunto de trabajadores, tal como al presente están agrupa­
dos. Diversas clases de estas controversias intersindicales se han 
presentado en razón de la imposibilidad para los sindicatos 
de concordar acerca de los artesanados, ramas o clases de tra­
bajadores que deben ser incluidos en la unidad en que se va 
a negociar.

Bajo la anterior ley Wagner la Junta, por regla general, 
no conocía o determinaba controversias jurisdiccionales entre 
organizaciones de trabajo rivales. Sin embargo, podía cono­
cer y fallar sobre disputas en casos excepcionales, basándo­
se en la teoría de que el sindicato “certificado” y el patrón 
estaban contendiendo en contra del sindicato o sindicatos in­
tervencionistas. Tales casos fueron aquéllos en los que los 
sindicatos implicados demostraron incapacidad para efectuar 
arreglos dentro de ellos mismos: a) si el conflicto era de du­
ración excepcional y enconado; b) si los sindicatos no podían 
solucionar el asunto por ellos mismos, y cualquiera de ellos 
o el patrón respectivo requerían la ayuda de la Junta; c) si 
ambas agrupaciones eran miembros de la misma organización 
nacional de trabajadores, la disputa se resolvía sólo en el caso 
de que la organización nacional no lograra poner de acuerdo 
a las facciones en pugna; d) la Junta conocía y solucionaba 
una disputa cuando alguna de las organizaciones contendien­
tes se había separado o había sido expulsada de la organiza­
ción nacional; e¡ conocía del caso si el sindicato “no certifi­
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cado” demostraba que una gran parte de los trabajadores 
afectados deseaba cambiar de agente certificado y afiliarse a 
algún sindicato contendiente; y /) se aprontaba a conocer del 
caso cuando tres o más sindicatos, no todos afiliados a la mis­
ma organización nacional, combatían entre sí.

La ley Taft-Hartley en la fracción 10 (k) requiere que 
la NLRB conozca y falle toda clase de conflictos jurisdiccio­
nales que caigan bajo la definición expresada antes. La Jun­
ta deberá notificar a todos los sindicatos contendientes del re­
cibo de solicitud del patrón, trabajador u organización de 
trabajadores, en la que se exprese que tal conflicto existe en 
desacato de certificación de la Junta y deberá señalar a los 
sindicatos contendientes un plazo de diez días para que arre­
glen su disputa o sufran las consecuencias legales. Si se llega 
a un arreglo dentro de los propios sindicatos en el período 
mencionado de diez días, la Junta ha llenado su cometido le­
gal; pero si no se encuentra un arreglo, la Junta deberá citar 
a las partes para una investigación. Durante la audiencia, la 
Junta debe determinar quién es el representante negociador 
apropiado para la planta que se trate. A los demás sindicatos 
que hayan sido derrotados en sus reclamaciones no se les otor­
ga la protección de la ley y, en lo sucesivo, se les considera 
como violadores de la misma ley. Las sanciones por tales vio­
laciones son el pago de los daños que resientan el patrón y 
todas las demás partes perjudicadas por la disputa y, si la 
Junta lo cree necesario o deseable, se expide una orden judi­
cial. Tal es la única clase de huelga o boycoteo prohibitivo 
en cuya situación la ley permite a la Junta pedir a su discre­
ción la orden judicial en tanto que en los otros tres casos, di­
cha orden es obligatoria.

Esta estipulación ayuda grandemente a eliminar la po­
sibilidad de lucha intersindical por cuestiones jurisdicciona­
les. El hecho bajo la fracción 9 (b) (2) de la Sección 101,
de que a los trabajadores calificados o especializados se les 
otorga el derecho a ser reconocidos separadamente como uni­
dad de negociación a menos que específicamente; indiquen 
que desean formar parte de una unidad que represente a to-
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dos los obreros en el establecimiento de que se trate, puede 
traer la esperanza de que los conflictos jurisdiccionales serán 
reducidos a un mínimo. Porque si bien es cierto que el estado 
que guardan los trabajadores calificados dentro de una plan­
ta ha sido fuente de controversias sin fin, también lo es que 
ahora, con el nuevo ordenamiento, tales disputas pueden ser 
solucionadas pacíficamente.

Estas son las cuatro situaciones básicas en las cuales 
huelgas y boycoteos se declaran ilegales y penados por la Ley 
Taft-Hartley. El significado real y el efecto de tales prohi­
biciones las conocerá el futuro de las relaciones industriales. 
Si fomentan la paz industrial o meramente incrementa el 
descontento en las masas trabajadoras, no puede predecirse 
ahora. Que las negociaciones colectivas requieren un clima 
de buena fe y de cooperación resulta axiomático; que estas 
disposiciones se movilizarán hacia tal finalidad, constituye la 
esperanza de sus autores. De modo cierto, las estipulaciones 

■en contra de emprender, inducir o fomentar huelgas y boy­
coteos en los casos de disputas jurisdiccionales y de certifica­
ción, intentan promover procedimientos pacíficos de nego­
ciaciones; en tanto que las limitaciones y el alcance de las 
acciones económicas de los sindicatos tienen por objeto el lo­
gro de áreas más restringidas de desasosiego industrial cuan­
do en un conflicto laboral se presenta.

CONCLUSIONES

Entender el proceso de las negociaciones colectivas es la 
clave para entender las disposiciones de la legislación fe­
deral en los Estados Unidos. Ni la Ley Wagner ni la Taft- 
Hartley fueron promulgadas para solucionar disputas de tra­
bajo por medio del arbitraje gubernamental. Aquellas medi­
das de la ley Taft-Hartley que no se analizaron en el pre­

sente estudio y que tienen por objeto limitar huelgas, paros 
patronales (lock-outs') y otras formas de trastornos industria­
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les, por medio de la intervención federal, tienen como meta 
intentar que las partes se pongan en contacto a través de las 
negociaciones colectivas para así evitar los efectos desastrosos 
de tales contiendas.

De ese modo el gobierno federal de los Estados Unidos 
utiliza su autoridad para promover acciones conciliatorias en­
tre el trabajo y el capital, así como para crear un clima de 
comprensión y de cooperación entre patrón y obrero, a fin 
de que el proceso en las negociaciones colectivas pueda ser 
puesto en práctica en forma equilibrada y eficaz. El derecho 
fija el procedimiento por el cual los hombres libres pueden 
reunirse como iguales para solucionar sus problemas, sin la 
amenaza de dictados o reglamentación del Gobierno. Si las 
leyes, tal como al presente están en vigencia, no obtienen esa 
finalidad, deberán enmendarse hasta que las negociaciones co­
lectivas puedan llevarse a cabo con éxito. La alternativa es» 
una paz industrial impuesta por la fuerza del Estado.

# # *
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n o t a s

iLa Ley de Trabajo Ferrocarrilero de 1926, según enmiendas de 1934, vo­
lumen 44 de Legislación del Gobierno Federal de los Estados Unidos, púg. 
577 y volumen 47, púg. 70, fue la culminación de treinta años de esfuer­
zo para proveer procedimientos de solución pacífica en los conflictos fe­
rrocarrileros. La Ley de 1888 creaba una comisión investigadora para aque­
llos casos de huelga y los procedimientos de arbitraje aplicables, en caso 
de que las partes así lo desearan; sólo en una ocasión fue utilizada la 
comisión investigadora; mas en ningún caso el arbitraje. La Ley Erdman 
de 1898 intentó incrementar el sindicalismo al declarar delito leve el for­
zar a los trabajadores, como condición a empleo, a convenir oral o por 
escrito en no hacerse miembros de un sindicato, y su propósito primor­
dial era el de proveer la mediación y la conciliación laborales en los con­
flictos suscitados en la industria ferrocarrilera, así como reforzar los pro­
cedimientos de arbitraje de la Ley de 1888 al considerar a los sindicatos 
el derecho de pedir el arbitraje. La Suprema Corte de los Estados Uni­
dos, en 1908, en el caso “Adair Vs. United States”, declaró que era incons­
titucional la Ley Erdman, por considerar inconstitucionales los actos de 
ayuda a un sindicato. La Ley Newlands de 1913 dio vida a la Ley Erdman, 
dejando fuera de la misma las provisiones inconstitucionales; la Ley Adam- 
son de 1917 estableció la jornada de ocho horas diarias para los trabajado­
res ferrocarrileros. En 1918-1920 el Gobierno Federal, a fin de incrementar 
los recursos para la Primera Guerra Mundial, administró los colectiva. La 
Ley de Transporte de 1920 trató asimismo de incrementar la contra­
tación colectiva, y en caso de que trabajadores y patrones no se pusieran 
de acuerdo, el Gobierno intervenía con tal fin; pero la decisión guberna­
mental no tenía fuerza, si no era aceptada por las partes. La Ley del 
Trabajo Ferrocarrilero actual procura el sindicalismo, el arreglo colecti­
vo, la mediación y la conciliación que imparte la Junta Nacional de Me­
diación; establece un período de espera de 30 días antes de que una huel­
ga sea declarada, y el arbitraje compulsorio para ciertos tipos de con­
flictos.
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- “Junta Nacional de Relaciones Obreras Vs. Jones Laughlin Steel C.orp.” 
(1937) . “La definición es tanto de exclusión como de inclusión. La auto­
ridad delegada a la Junta no trata de extenderse a las relaciones entre los 
trabajadores y los patrones de todas las industrias sin considerar sus efec­
tos en el comercio interior o exterior. Es su propósito cubrir solamente 
aquellas actividades que tiendan a limitar o a obstaculizar el comercio y, 
por lo tanto, calificadas, y debe ser interpretado como constitucional, por­
que el ejército de control que el Congreso confiere a la Junta, está den­
tro de sus límites constitucionales. Es un principio elemental que aquellas 
actividades que directamente limitan u obstruyen el comercio interestatal 
o exterior, o su libre corriente, están dentro del poder del Congreso. Las 
actividades que tienden a lograr tales efectos no son inmunizadas, porque 
ellas están basadas en conflictos laborales”.

3Ver decreto de 5 de agosto de 1933, el cual creó la Junta; y decreto nú­
mero 6.511 de 16 de diciembre de 1933, el cual prorrgó su vigencia y sus 
poderes, definió sus poderes de mediación, concilación y arbitraje para 
la solución de conflictos nacidos entre patrones y trabajadores incluidos 
en la Ley Nacional de Recuperación. Decreto número 6.580 de 1" de fe­
brero de 1934, el cual otorgó al Presidente de la República poder para 
supervisar la elección de representantes para arreglo y para consignar 
violaciones de patrones a los derechos de los trabajadores protegidos en 
la ley antes mencionada; y decreto número 6.612-A de febrero de 1934, el 
cual reafirmó los poderes de la Junta para sancionar las violaciones a los 
derechos de los trabajadores.

^Resolución Congresional número 44 publicada en volumen número 48 
de la Legislación Federal (1934) , páginas i .183, y la cual autorizó al 
Presidente para establecer, una Junta Laboral Permanente para proteger 
el derecho de los trabajadores a organizarse y negociar colectivamente. En 
decreto número 6.793 de 19 de junio de 1934, el Presidente estableció la 
Junta Nacional de Relaciones Obreras y definió sus poderes.

ü“Junta Nacional de Relaciones Obreras Vs. Jones Laughlin Steel Corp.”, 
estipula en la página 16: “Le ley no obliga a trabajadores o patrones a un 
arreglo. Eni términos generales, no o,bliga a que se llegue a ningún acuer­
do. No prevé que los patrones rehúsen a llegar a un contrato colectivo y a 
contratar individualmente bajo cualquier condición; los patrones por acción 
unilateral pueden determinar las .condiciones de trabajo. La teoría en rela­
ción a la ley es la de crear una libre oportunidad de negociar para tal 
fin con los empleados acreditados, y que por tal medio se logre una paz in­
dustrial trayendo con ello el ajuste y arreglo que es lo que la misma ley 
trata de obtener”.
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«“Informes judiciales del Estado de Massachusetts (1842) , en volumen 4, 
página 111 del Informe “Metcalf”. Ver asimismo el informe en volumen 32, 
página 1.128 del “Colonial Law Review” (1932) . “Los zapateros de Boston 
trataron de evitar que un patrón contratara trabajadores que no fueran 
miembros de su gremio; acto que la corte menor calificó como delito de 
conspiración”. Pasado el asunto a la Suprema Corte de Massachusetts, ésta 
rehusó sostener la sentencia antes dictada, considerando que no debería te­
nerse como delito el organizarse, cuando los motivos para hacerlo estuvieran 
considerados como legales y que los motivos y finalidades de índole legal 
debían ser señalados por un tribunal, que generalmente llegaba a tal deter­
minación después de procedimientos legalistas sumamente estrictos; proce­
dimientos que hoy día se siguen usando en algunos tribunales.

i “En la ejecutoria “Rex vs. Eccles" (1783) , publicada en “Leach Com- 
in « i Courts” página 274, el juez Wansfield resumió la doctrina inglesa 
en relación con el delito de conspiración, la cual se había aplicado en 
las cortes de aquel país desde antes de 1299. Consúltese asimismo “The 
Combination I.aws Reconsidered” de George (1927) , página 214. Las le­
yes del Parlamento inglés en 1875 y 1906, limitaron y definieron la doc­
trina de delito de conspiración aplicable a casos penales y civiles. Ver 
también el libro “Cases on Labor Law” de Landis (1934) , páginas 1 a 
fin de lograr un análisis adecuado de la doctrina.

SDesde los orígenes de los Estados Unidos de Norteamérica la doctrina 
de conspiración fue plenamente aceptada y practicada. Después de la 
Revolución de Independencia, los Estados Unidos de Nueva York, 
Pennsylvania y Massachusetts sostuvieron la tesis de referencia.

«Landis, en su libro ya mencionado en la nota N1? 7, páginas 33 y 34, 
dice: “Desde 1842 hasta la Guerra Civil (1860-1865) el enjuiciamiento 
de personas por el delito de conspiración en asuntos de trabajo no se 
utilizó con frecuencia; sólo se conocen tres casos durante el período de 
veinte años, después del cual aquél no se aplicó”. Sin embargo, los tri­
bunales no abandonaron tal teoría, y está demostrado que fue aplica­
da por los Estados de Nueva Jersey, Illinois, Nueva York, Wisconsin, 
Kansas, Michigan, Pennsylvania, Verntont, Connectic.ut, Virginia y Min­
nesota, así como por cortes federales. En 1888 hubo un movimiento de 
opinión pública contrario a tal doctrina, ya que el público simpatizó cotn 
la causa sostenida por los trabajadores.

toLos jueces, después de 1885, abandonaron la doctrina de la conspira­
ción y desarrollaron una nueva tesis. En juicios civiles, los jueces consi­
deraron todos los aspectos de las actividades sindicales (la huelga, el 
boycott, etc.) y quedaron capacitados por doctrina jurisprudencial. A 
través de estos nuevos principios, si fallaban que los propósitos de tales 
actividades eran ilegales, los jueces utilizaban la sanción legal usada por
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las cortes inglesas desde 1868 y que se conoció como interdicto u orden, 
judicial (“injunction”) .

Bajo esta sanción, los actos ilegales quedaban prohibidos, y en ca­
so de violarse la orden dada por el juez, se acarreaba la pena de multa 
o prisión. Una de las primeras y más importantes aplicaciones del in­
terdicto, lo encontramos en la ejecutoria “Sherry vs. l’erkins” (1888) , 
dictaba en el Estado de Massachusetts.

HEn la ejecutoria “Texas & New Orleans Railroad Co. vs. Brotherhood 
cf Railway Clerks” (1930) , publicada en el volumen 281, página 548 de 
los informes de la Suprema Corte de los Estados Unidos de Norteaméri­
ca, encontramos que la Corte cambió su anterior política sindical, por 
cuanto veía con malos ojos toda legislación —federal o estatal— que ten­
diera a ayudar a los trabajadores a mejorar su condición de vida y de 
trabajo. La ejecutoria de referencia tuvo más importancia en el orden 
moral que en el legal, y la mayor parte de los comentarios jurídicos al 
respecto reconocieron que ésta representó el momento en que cambió la 
historia del criterio judicial en materia de trabajo.

i 2Hasta el año de 1933, por lo general la legislación de los estados no 
apoyó a los intereses de los trabajadores, situación que cambió al ser 
electo Roosevelt Presidente de los Estados Unidos de Norteamérica.

13E1 Presidente Wilson convocó en 1919 y 1920 a una conferencia na-, 
cional industrial, la cual recomendó en su informe que las negociacio­
nes colectiva fueran adoptadas tomo instrumento político nacional; pero 
el Congreso Federal no tomó en cuenta esa recomendación.

i^La primera ocasión en que fue usado el interdicto por una corte fe­
deral o estatal en los Estados Unidos de Norteamérica se presentó duran­
te la huelga ferrocarrilera de 1877, cuando un juez federal prohibió la 
huelga declarada por un sindicato, alegando que se violaba una orden 
dada por el mismo tribunal por la que se requería que un síndico que­
dara a cargo de la operación de los ferrocarriles.

Por 1900, todas las cortes federales y estatales examinaron Ls acti­
vidades de todos los sindicatos a fin de determinar si sus medios y fina­
lidades tenían objeto legítimo; y que, de acuerdo con el criterio del tri­
bunal, en caso de que sus medios o finalidades no fuesen de esta Índole, 
las actividades eran prohibidas. Cada producción estatal y las cortes fe­
derales definieron sus propias normas sobre objetos legítimos para las 
actividades sindicales; en algunas, se aplicó el interdicto en casos de 
huelga, boycott o uso de medios considerados violentas o coercitivos, to­
mo la cláusula de exclusión, la obligación de negociar colectivamente, 
bolsas de trabajo sindicales etc.; todos aplican el interdicto en casos de 
actos violentos relacionados con una disputa industrial como destrucción 
de propiedades e intimidación.
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En virtud de la Ley Norris-La Guardia de 1932, el Gobierno Fede­
ral lúe el primero en restringir el uso del interdicto así como el prime­
ro en aplicarlo. El artículo 4? de la Ley prevé que ninguna Corte fede­
ral puede aplicar el interdicto para romper una huelga, para prohibir 
o restringir acciones y manifestaciones pacíficas por sindicalistas o huel­
guistas que tienden a diseminar información al público o a los trabaja­
dores sobre un conflicto de trabajo o al sindicalismo, para desalentar 
los trabajadores de sus aspiraciones de pertenecer a un sindicato, etc. 
Los tribunales sólo tenían capacidad para dictar interdictos en caso de 
un conflicto del trabajo: 1) si los trabajadores del sindicato amenaza­
ban o cometían actos violentos; 2) si amenazaban con daños irrepara­
bles a la propiedad del reclamante; 3) si la no aplicación del interdicto 
causa más daño al demandante que al demandado; 4) si no existe otro 
medio para ayudar al demandante; o 5) si los funcionarios públicos es­
tán imposibilitados o se oponen a proteger la propiedad del deman­
dante. Tales disposiciones legislativas tendían a eliminar el uso del in­
terdicto por la Corte Federal en los juicios laborales. La legislación de 
los varios estados seguía la tendencia impuesta por el Congreso Federal. 
Actualmente, casi todos los Estados de la Unión han promulgado legis­
lación que aplica las normas de la Ley Norris-La Guardia.

i •'•Ningún sindicato puede ser certificado a menos que éste exhiba y re­
gistre un estado de sus finanzas, estatutos que lo rijan y declaraciones ju ­
ramentadas de sus directivos, en las que afirmen que cada uno de elh’s 
no profesa ideas comunistas.

10De acuerdo con la fracción 9 a) de la sección 101 de la Ley Taft-Hartley, 
al trabajador le está permitido optar por presentar sus peticiones por sí 
propio o hacerlo por medio de su sindicato.

i"Las leyes antimonopolistas (anti-írusí) , principiando por la Ley Sher- 
man de 1890, túnen por finalidad la de evitar el crecimiento de los mo­
nopolios: n) definiendo lo que representan las prácticas legítimas en los 
negocios, y Z>) prohibiendo ateividades por parte de compañías cuy » des­
arrollo y poder económico sean tales, que puedan forzar a otres empre­
sas a que adopten determinadas normas comerciales para fijar o regular 
arbitrariamente precios o producción.

#  #  #
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